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Introducción*
La política en el Perú ha sido siempre volátil. Desde su independencia en
1821, el Perú ha tenido trece constituciones, por lo menos 26 golpes de
estado efectivos y 109 gobiernos diferentes, 20 de los cuales fueron elegi-
dos y solo 10 de estos concluyeron sus mandatos. Mientras que el poder
oligárquico permaneció enquistado hasta bien avanzado el siglo XX, la
gobernanza ha sido con frecuencia turbulenta, y las Fuerzas Armadas han
intervenido reiteradamente para resolver las disputas de la élite y reprimir
la protesta social. Durante el último cuarto de siglo, esta volatilidad ha
continuado, con dos constituciones, tres cambios completos de régimen, y
por lo menos cuatro revisiones generales de los reglamentos electorales y
cuatro recambios del sistema de partidos y el liderazgo político imperante.
Hasta bien entrado el siglo XX, la política peruana fue también una activi-
dad exclusiva en la que la mayoría de la población permaneció fuera del
juego. El legado colonial de violencia y racismo, combinado con la histo-
ria errática de desarrollo orientado por la exportación primaria, más la alta
concentración de riqueza, afianzaron los patrones de desigualdad econó-
mica y exclusión social que tuvieron su contraparte en la esfera política.
* Traducción al castellano del texto The Pitfalls of Policymaking in Peru: Actors, Institutions and Rules of the
Game, Inter-American Development Bank, Research Network Working Paper R-511, April 2006. Los autores
agradecen a Eliana Carranza y Dania Muñiz por su excelente trabajo de asistencia de investigación, a John
Carey y Carol Wise por sus generosos comentarios y consejos, a Gregory Schmidt, Martín Tanaka y Fernando
Tuesta por sus muy útiles observaciones y sugerencias, y a Eloy Neira por su excelente traducción.
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Los partidos peruanos multiclasistas –populistas y reformistas– fracasaron
en la construcción de coaliciones de ancha base, del tipo que permitió a
sus pares de Argentina, Brasil, México y Venezuela alcanzar el poder,
modernizar el aparato estatal e implementar fundamentales reformas agra-
rias, laborales y sociales. A lo largo de la década de 1960, a grandes secto-
res de la población –en especial a los pobres rurales e indígenas– se les
negó incluso los derechos ciudadanos básicos. La democracia con sufragio
universal fue introducida por primera vez en 1980.
Durante años los analistas tendieron a culpar del desarrollo político erráti-
co del Perú a factores estructurales e históricos, incluidos los shocks eco-
nómicos externos, los desastres naturales y las derrotas en las guerras. Si
bien estos, en efecto, han sido desafíos fundamentales para la gobernanza,
análisis recientes han trasladado su atención hacia la debilidad de las ins-
tituciones y del liderazgo en el país. Tal como señalan Schmidt, Cameron y
Mauceri, McClintock, Kenney y otros, las élites peruanas han tendido a
promover intereses particulares, de corto plazo, mientras que la construc-
ción de instituciones para mediar en el conflicto, aliviar los shocks exter-
nos y suministrar los bienes colectivos, han tenido por lo general una baja
prioridad (Schmidt 2004: 3)1. Si bien las constituciones han variado en su
forma, la tradición política predominante ha sido la de una alta concentra-
ción de poder en el Ejecutivo y, como resultado, un ejercicio del poder
arbitrario y personalista, lo que inhibe la construcción de coaliciones y
brinda pocos controles efectivos para la elaboración de políticas. Al mis-
mo tiempo, conflictos políticos mutuamente destructivos y tensiones so-
ciales han llevado a repetidas crisis tanto en tiempos de democracia como
bajo las dictaduras. En tales contextos, los peruanos han seguido apostan-
do por individuos antes que por instituciones, en especial por carismáticos
líderes populares –tales como el general Juan Velasco en 1968 y Alberto
Fujimori en 1990– que prometen suspender la política competitiva con el
objetivo de lograr que se «hagan las cosas».
1. En particular, véanse Schmidt (1996, 2004), Cameron y Mauceri (1997), y Kenney (2004).
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Es claro que en el Perú existe una suerte de círculo vicioso, en el que las
restricciones históricas contribuyen a perpetuar las debilidades insti-
tucionales y, a su vez, estas inhiben las reformas. No obstante, en los últi-
mos veinticinco años se han presentado nuevas oportunidades para que la
acción política reduzca tales restricciones e introduzca nuevas formas
institucionales. Sin embargo, hasta la fecha se han realizado pocos esfuer-
zos para analizar estas oportunidades y la magnitud en la que los cambios
en los marcos institucionales posteriores a 1980 han afectado la naturaleza
y la elaboración de políticas. Este documento de trabajo representa un
paso inicial en tal dirección2. En la sección 1 resumimos brevemente algu-
nos de los legados históricos y las nuevas oportunidades encaradas por la
democracia instalada en 1980. Luego examinamos la evolución del régi-
men político y las «reglas de juego» formales existentes desde 1980, y la
forma en la que diferentes líderes aplicaron, desafiaron o cambiaron las
reglas. Esto brinda un telón de fondo para comprender la naturaleza de las
políticas públicas y la elaboración de políticas durante este período.
En la sección 2 pasamos a identificar algunas características generales de
las políticas públicas desde 1980, así como algunas importantes excepcio-
nes. En la sección 3 pretendemos analizar el proceso de elaboración de
políticas (PEP) en diferentes períodos desde 1980, destacando tres escena-
rios distintos. Estos escenarios están relacionados no solo con el tipo de
régimen formal sino con otras variables políticas, incluyendo los resulta-
dos electorales, la naturaleza del sistema de partidos, las ambiciones y
preferencias de líderes específicos, y las circunstancias excepcionales ge-
neradas por la crisis. Sin duda, este es un esfuerzo ambicioso que busca
simplificar miles de complejas experiencias de elaboración de políticas,
pero intentamos ilustrar algunas tendencias generales con ejemplos espe-
cíficos. La sección 4 brinda información más detallada acerca de cada una
de las instituciones clave mencionadas, mientras que la sección 5 extrae
conclusiones generales y discute posibles alternativas para terminar con el
patrón errático del Perú.
2. Los fundamentos analíticos para este artículo incluyen a Spiller y Tommasi (2003) y Weyland (2002).
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1. Legados históricos y reglas cambiantes
«Péndulo», «laberinto», «calidoscopio», «espejismos», «enigmas» y «entornos
cambiantes»1 son unos cuantos de los términos empleados por los investi-
gadores que intentan caracterizar la historia política y económica contem-
poránea del Perú. El consenso es que este es un lugar donde la política es
compleja y siempre cambiante, donde la crisis es la norma y la política
nunca es rutinaria –en otras palabras, donde las reglas formales no se apli-
can necesariamente–. Al mismo tiempo, las élites peruanas han invertido
un tiempo considerable en la elaboración de constituciones, códigos elec-
torales y otras formas de legislación, con la esperanza de que cambiando
las reglas puedan cambiar la realidad. Tal como Schmidt ha señalado re-
cientemente, si bien esta meta se ha mostrado esquiva, su legado institucional
es complejo y escasamente comprendido (2004: 52).
1.1 Legados históricos
Como se ha mencionado al inicio, el Perú siempre ha tenido una socie-
dad profundamente desigual. La conquista española reforzó e institu-
cionalizó las disparidades geográficas, étnicas y culturales existentes,
provocando el surgimiento de una profunda grieta entre una pequeña
élite europea gobernante y una masa de indios y esclavos africanos, cuya
1. Véanse, por ejemplo, Gonzales de Olarte (1991), Cameron y Mauceri (1997), Schmidt (2004: 87-127),
Tanaka (1998), Tuesta (1996a) y Parodi (2002).
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fuerza laboral en las grandes haciendas, minas y talleres generaron la
riqueza de las clases gobernantes. A diferencia de los vecinos países de
Chile y Argentina, el Perú post-independencia careció de una clase go-
bernante capaz de brindarle al Estado un liderazgo firme y de unificar la
nación. En cambio, una serie de caudillos militares lucharon por el con-
trol del país durante sus primeras tres décadas, formando alianzas cam-
biantes con terratenientes y comerciantes, mientras que dejaban intacta
la estructura racial y de clase subyacente a la sociedad colonial. Las
élites civiles y sus aliados militares permanecieron luchando por el con-
trol del Estado hasta entrada la década de 1960 (véase el cuadro 1.1).
La inestabilidad política y la exclusión social fueron exacerbadas histó-
ricamente por el errático patrón de desarrollo económico peruano. Si
bien una serie de booms de exportaciones primarias generaron riqueza
para un pequeño grupo, este fue históricamente renuente a redistribuir
los beneficios de tales bonanzas. Cuando los sindicatos, las organizacio-
nes campesinas y los partidos reformistas ingresaron a escena a princi-
pios del siglo XX, se enfrentaron en gran medida con la represión antes
que con la incorporación –tal como ocurrió en los países vecinos a prin-
cipios de siglo–. Incluso en la década de 1960, cuando buena parte de la
región buscaba alternativas más desarrollistas y democráticas, las élites
peruanas en el poder mantuvieron su adhesión al modelo primario
exportador y a un estado minimalista, y fueron inflexibles ante las de-
mandas de reforma agraria, un bienestar social más amplio y una más
amplia participación política. Como resultado, el Perú tuvo uno de los
patrones de distribución de ingresos más desiguales de América Latina,
y a grandes sectores de la población se les negó incluso el derecho
básico al sufragio (véase el cuadro 1.2).
Antes de 1968, el Perú contó con un poderoso partido reformista –el
APRA– que representaba a importantes segmentos de la población, in-
cluyendo a estudiantes, trabajadores del sector moderno y clases medias
emergentes. Sin embargo, el APRA fue incapaz de liderar un esfuerzo
exitoso de reforma debido, en parte, a factores estructurales –incluidos
el poder persistente de los grandes terratenientes, el tamaño pequeño y
13
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Argentina 1945 A
1946-1950 S
1951-1957 A
1958-1961 S
1962 A
1963-1965 S
1966-1972 A
1973-1974 D
1975 S
1976-1982 A
1983-1999 D
Bolivia 1945-1955 A
1956-1963 S
1964-1981 A
1982-1999 D
Brasil 1945 A
1946-1963 D
1964-1984 A
1985-1999 D
Chile 1945-1972 D
1973-1989 A
1990-1999 D
Colombia 1945-1948 S
1949-1957 A
1958-1973 S
1974-1989 D
1990-1999 S
Costa Rica 1945-1948 S
1949-1999 D
Ecuador 1945-1947 A
1948-1960 D
1961-1962 S
1963-1967 A
1968-1969 S
1970-1978 A
1979-1999 D
El Salvador 1945-1983 A
1984-1991 S
 1992-1999 D
Guatemala 1945-1953 S
1954-1986 A
1986-1999 S
Haití 1945-1999 A
Cuadro 1.1
Clasificación de los regímenes latinoamericanos (1945-1999)
Nota: los autores codificaron el año de un régimen de transición como perteneciente a un nuevo régimen.
Por ejemplo, si bien la dictadura militar argentina duró de 1976 a 1983, el año 1983 fue calificado como
democrático porque el nuevo régimen empezó en diciembre de ese año.
Fuente: Mainwaring et al. (2001: 49).
D = democrático S = semidemocrático A = autoritario
Honduras 1945-1956 A
1949-1954 S
1955-1956 A
1957-1962 S
1963-1970 A
1971 S
1972-1981 A
1982-1993 S
1994-1999 D
México 1945-1987 A
1988-1999 S
Nicaragua 1945-1983 A
1984-1999 S
Panamá 1945-1947 S
1945-1955 A
1956-1967 S
1968-1989 A
1990-1993 S
1994-1999 D
Paraguay 1945-1988 A
1989-1999 S
Perú 1945-1947 S
1948-1955 A
1956-1961 S
1962 A
1963-1967 D
1968-1979 A
1980-1982 D
1983-1984 S
1985-1987 D
1988-1991 S
1992-1994 A
1995-1999 S
República Dominicana 1945-1965 A
1966-1973 S
1974-1977 A
1978-1993 D
1994-1995 S
1996-1999 D
Uruguay 1945-1972 D
1973-1984 A
1985-1999 D
Venezuela 1945 A
1946 S
1947 D
1948-1957 A
 1958-1999 D
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la dispersión de los movimientos laborales, y una ciudadanía altamente
restringida– y, en parte, debido a errores tácticos de los líderes partida-
rios, incluidos el enfrentamiento con los militares y una serie de pactos
–destinados al fracaso– con las fuerzas conservadoras, realizados con la
intención de acceder al poder del Estado a cambio de abandonar su agen-
da social (Sanborn 1991, Adams 1984). Pero incluso esta meta se mostró
esquiva, y los breves períodos en los que el APRA dominó el Congreso
(1945-1948, 1963-1968) estuvieron signados por explosivos conflictos
entre el Ejecutivo y el Legislativo, y por la ulterior intervención militar.
Cuando Acción Popular (AP), un partido más moderado, también se mos-
tró incapaz de establecer un programa de reformas a través de medios
pacíficos, hubo una sensación generalizada de que las élites civiles eran
incapaces de forjar una integración genuina y de transformar las injustas
estructuras de esta sociedad. En cambio, el Gobierno Revolucionario de
las Fuerzas Armadas (GRFA) asumió estas tareas por su propia cuenta.
Llegado al poder mediante un golpe de estado en 1968, el general Juan
Velasco Alvarado ofreció acelerar el crecimiento económico y mejorar
radicalmente la distribución, fortalecer el Estado e integrar la nación,
eliminar el conflicto de clases sociales y superar la dependencia externa.
Para hacerlo, el GRFA decretó las radicales reformas agraria y laboral,
nacionalizó una buena porción de los sectores primarios exportador y
1896 Hombres alfabetos, contribuyentes mayores Opcional, indirecto y público 0,2 %
de 21
1931 Hombres alfabetos mayores de 21 Obligatorio, directo y secreto 6,7 %
1956 Hombres y mujeres alfabetos mayores de 21 Obligatorio, directo y secreto 18,2 %
1980 Hombres y mujeres alfabetos y analfabetos Obligatorio, directo, secreto y 37,4 %
mayores de 18 universal
Cuadro 1.2
Perú: evolución del derecho al sufragio
(elecciones presidenciales)
Año
Fuentes: Transparencia (2005), Tuesta (2001), portal electrónico del INEI, Mainwaring y Scully
(1995).
Electores/
población
Tipo de votoElectores hábiles
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financiero, confiscó los medios de comunicación, y prohibió los partidos
políticos y las contiendas electorales.
A fin de cuentas, los militares no pudieron lograr sus objetivos, dejando
a sus sucesores civiles un país que todavía estaba lleno de desigualda-
des y conflictos sociales, así como una deuda externa sin precedentes y
una crisis económica que se agravaba. No obstante, la «revolución mili-
tar» también dejó a su paso algunos cambios fundamentales en las es-
tructuras sociales y políticas. Estos incluyeron la eliminación de la vie-
ja oligarquía como fuerza política dominante, la consolidación de las
Fuerzas Armadas como un actor poderoso y autónomo, un aparato esta-
tal con una mayor incidencia en las esferas económica y social, y el
surgimiento de importantes nuevos actores políticos y sociales. Estos
últimos incluyeron a dinámicos nuevos grupos empresariales, a más
amplios sectores de clase media y profesional, y a un amplio espectro
de organizaciones laborales, campesinas y populares, cuyas demandas
de justicia social e inclusión económica ya no podrían ser ignoradas
por los subsiguientes gobiernos.
En resumen, luego de doce años de régimen militar, en 1980 el Perú
todavía tenía que superar los legados históricos del autoritarismo y la
desigualdad. No obstante, había realizado importantes progresos orien-
tados hacia la expansión de la inclusión social y la reducción de diversas
barreras históricas para la democracia. El desafío sería el de diseñar un
conjunto de instituciones políticas efectivas y representativas, capaces
de reflejar y extender estos cambios.
1.2 La transición a la democracia y la reelaboración de las reglas:
1978-1992
En 1978, los gobernantes militares del Perú llamaron a elecciones para
una Asamblea Constituyente, como el primer paso para un retorno a un
régimen civil. Esta Asamblea tuvo una composición sin precedentes.
Mientras que más de un tercio de los cien escaños le correspondieron al
Partido Aprista –y su fundador histórico, Víctor Raúl Haya de la Torre,
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la presidió–, veinticinco escaños fueron para el nuevo y derechista Par-
tido Popular Cristiano (PPC), y un sorprendente número de veintiocho
escaños (treinta por ciento del voto popular) fueron para cuatro nuevas
listas de candidatos de izquierda, el mayor voto para una izquierda mar-
xista de América Latina fuera de la Unidad Popular de Chile. Por primera
vez en la historia peruana, partidos de izquierda, derecha y centro tuvie-
ron la oportunidad de competir libremente por el apoyo del electorado,
y cada uno participaría en la definición de nuevas instituciones y reglas
de juego que condicionarían su propio comportamiento en los años si-
guientes (Sanborn 1991).
La Constitución de 1979 estableció un régimen básicamente presi-
dencialista que prevaleció hasta 1992, y la siguiente Constitución de
1993 retuvo muchos de sus principales elementos. Estableció un Poder
Ejecutivo con un presidente que también es jefe de Estado, un Legislati-
vo con dos cámaras (reducida a una en 1993) y un Poder Judicial inde-
pendiente; estableció también la elección de gobiernos municipales y
autoridades regionales elegidos por voto popular. El Presidente y todo
el Congreso son elegidos simultáneamente cada cinco años a través de
elecciones populares directas con sufragio universal. A partir de 1985,
el Presidente es elegido por una mayoría del cincuenta por ciento de
votos más uno o los dos candidatos con mayor votación deben enfren-
tarse en una segunda vuelta (balotaje), mientras que los miembros del
Congreso son elegidos en la primera vuelta. Un sistema de representa-
ción proporcional por lista abierta, conocido como «doble voto prefe-
rencial» (DVP), fue también introducido en 1985.
En 1979, uno de los pocos objetivos que generó amplio consenso entre
todos los partidos políticos fue la intención de promover un Ejecutivo
más fuerte y más proactivo, en particular en el campo de la elaboración
de políticas económicas y sociales2. A los elementos parlamentarios de la
2. Según el constitucionalista Enrique Bernales: «Existió un pleno consenso acerca de este tema entre todos
lo grupos representados en la Asamblea Constituyente porque este fue un tema demandado por la propia
realidad y […] porque las constituciones modernas han aceptado la delegación [de poderes legislativos al
Ejecutivo] como una institución que se desprende del desarrollo del estado contemporáneo» (Bernales y
Rubio 1985: 336).
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anterior Constitución (1933) se les culpó ampliamente del bloqueo he-
cho por una alianza entre el APRA y la derecha a los esfuerzos de refor-
ma democrática de Belaunde, lo que provocaría la intervención militar
de 1968. En particular, la anterior Constitución otorgaba al Congreso
mayores poderes presupuestales, y no estipulaba el veto presidencial
cuando el Legislativo censuraba a ministros o provocaba una crisis fiscal
(Kenney 2004). La Constitución de 1979 otorgó al Ejecutivo un mayor
control sobe las finanzas nacionales, amplió los poderes legislativos y de
urgencia del Presidente, redujo el poder congresal de censura a los miem-
bros del gabinete, y estableció por lo menos un débil veto presidencial
(Kenney 2004).
Si bien se otorgó más autoridad al Ejecutivo en la Constitución de 1979,
sus redactores no querían que los presidentes fuesen dictadores; por
tanto, retuvieron una serie de contenidos formales referidos al equilibrio
de poderes. Estos incluyeron algunas medidas importantes respecto del
control congresal sobre los presidentes y el establecimiento de un Poder
Judicial formalmente independiente. Una mayoría de oposición en am-
bas cámaras del Congreso podía anular un veto presidencial, bloquear la
legislación iniciada por el Ejecutivo, negarle poderes legislativos ex-
traordinarios, censurar ministros del gabinete, procesar al Presidente (un
proceso largo) o declarar la vacancia presidencial, un procedimiento
relativamente rápido (Kenney 2004). En efecto, estos elementos han lle-
vado a que algunos analistas ubiquen al régimen peruano en una catego-
ría híbrida o «semi-presidencial»3.
Sin embargo, las élites contendientes no se pusieron de acuerdo con
respecto a los objetivos de las reglas electorales, y esto se ve reflejado en
su naturaleza y evolución. Mientras que la elección presidencial directa
y la representación proporcional han permanecido constantes desde 1980,
otras reglas han variado de manera considerable, incluyendo aquellas
3. Véanse Martínez (1998) y Sardón (2004). Sin embargo, la mayoría de analistas ubica al Perú como un
régimen presidencial, incluidos Mainwaring y Shugart (2002), Carey y Shugart (1998), y Tuesta (1996b),
sobre la base de los sistemas electorales y de partidos, y la naturaleza dependiente del presidente del
Consejo de Ministros y del gabinete.
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que establecen el tipo de circunscripción, el número de representantes
elegidos, el número de cámaras y reglas para elegir cada una, el voto
preferencial, la simultaneidad de las candidaturas para la presidencia y
el parlamento, y la reelección presidencial inmediata. Durante la década
de 1980, nuevas reglas disminuyeron las barreras para la participación
electoral, permitiendo que cualquier grupo de ciudadanos formase un
partido si obtenía las firmas del uno por ciento de los electores registra-
dos en una circunscripción dada. Si bien estas barreras también cambia-
ron a lo largo del tiempo, la tendencia ha sido hacia una expansión de la
competencia. La Constitución de 1979 también amplió el sufragio para
incluir a los analfabetos, y disminuyó la edad de votación de veintiún
años a dieciocho, medidas que aumentaron la población electoral de
1980 en un estimado de 150 por ciento con respecto a las últimas elec-
ciones de 1963, y esta seguiría expandiéndose significativamente en las
siguientes dos décadas4.
¿Cuál fue el impacto de estas nuevas reglas e instituciones? Si bien esto
es tratado con más detalle en las secciones 3 y 4, podemos decir que
ciertas reglas electorales alentaron el llamado «efecto arrastre» (coat-tail
effect), y los presidentes disfrutaron de mayorías en el Congreso durante
la mayor parte de las siguientes dos décadas, una situación que les per-
mitió ejercer considerable poder y tener un impacto significativo en el
PEP. Sin embargo, la introducción de un sistema de segunda vuelta úni-
camente para la elección presidencial dejó la puerta abierta para un
Legislativo de oposición, un resultado que ya se ha presentado tres veces
(1990-1992, 2001-2006, y en el 2006). Mientras tanto, otras reglas alen-
taron el pluralismo y las posibilidades de escoger del votante, pero a
costa de la unidad y disciplina partidarias. Si bien las debilidades y
fragmentaciones de los partidos peruanos se deben a una serie de facto-
res, incluidos los desacuerdos ideológicos y estratégicos, los enfren-
tamientos personales y las crisis de sucesión, los analistas tienden a ar-
gumentar que las reglas electorales han agravado esta situación.
4. En 1980 había aproximadamente 6,5 millones de electores hábiles. En 1990 fueron aproximadamente 10
millones y en el 2006 llegaron a 16,5 millones.
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En suma, las nuevas estructuras y reglamentación electoral del nuevo
régimen, vigentes a partir de de 1980, ampliaron las oportunidades de
participación y de contienda para un vasto nuevo electorado, a la vez
que reforzaron las debilidades de los partidos y la fragmentación y
volatilidad del sistema de partidos. También alentaron un Ejecutivo cen-
tralizado y proactivo del que se esperaba que tomase muchas de las
principales decisiones de política económica y social que afectarían a la
nación, mientras que se incluían previsiones que podrían controlar –u
obstruir– su capacidad de llevar a cabo esta tarea.
1.3 Desafíos a la democracia (1980-1992): coyunturas críticas y la
política en tiempos de crisis
Las elecciones generales de 1980 instauraron una nueva fase de opti-
mismo democrático en el Perú, con una nueva Constitución, un espec-
tro partidario más amplio y una ciudadanía mejor organizada que nun-
ca para defender sus nuevos derechos. Si bien el APRA esperaba una
victoria histórica, los peruanos en última instancia optaron por devol-
verle el poder al mismo líder populista que fuera depuesto doce años
antes –Fernando Belaunde–. El partido de Belaunde, Acción Popular
(AP), obtuvo una mayoría absoluta en la Cámara Baja y estuvo muy cerca
de alcanzar la mayoría en el Senado, donde una alianza con el PPC le
otorgó el mandato congresal requerido para convertirse en el Presidente
decidido, pero democrático, que los peruanos ansiaban tanto.
El contexto externo no era tan favorable para la nueva democracia pe-
ruana. Para 1983, el país enfrentaba serios desafíos generados por los
cambios en la política económica de los Estados Unidos, la disminución
de los precios de exportación durante la recesión mundial y la crisis de
la deuda. El Perú experimentaba también severos desastres naturales re-
lacionados con una de las más intensas corrientes El Niño de la historia
reciente, y una insurgencia armada se sumaba a las preocupaciones de
Belaunde. Desafortunadamente, el gobierno de Belaunde también asumió
opciones políticas que exacerbaron las persistentes tensiones sociales
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del país, sin lograr una mayor estabilidad o la muy necesitada reforma
del sector público5.
Belaunde prontamente se dedicó a consolidar el poder del Ejecutivo,
dándole al PPC el control de los ministerios de Justicia e Industria a
cambio de una mayoría de apoyo en el Congreso. Pero Belaunde y sus
partidarios –los «populistas», que incluían a la mayor parte de la banca-
da parlamentaria de AP– no tenían una amplia agenda propia de políti-
cas y, en gran medida, este poder del Ejecutivo no estuvo concentrado
para el propio uso del Presidente. Más bien sería usado en pro de las
metas macroeconómicas iniciadas por un pequeño grupo de tecnócratas
(los «técnicos») liderado por el presidente del Consejo de Ministros y
ministro de Economía, Manuel Ulloa, inicialmente respaldado por el Pre-
sidente. El Congreso otorgó a Belaunde facultades legislativas extraordi-
narias para decretar un amplio espectro de reformas y, al finalizar el
primer año, el Ejecutivo había promulgado 217 decretos legislativos. La
mayor parte de estos incluía medidas de política económica, pero algu-
nos también estaban diseñados para permitir que el Ejecutivo elaborase
sus propios reglamentos de organización y función, en gran medida sin
mayor supervisión (Sanborn 1991: 229-30).
Pero, a pesar de sus declaradas intenciones de revertir el legado estatista
del régimen militar, de hecho, los técnicos no pudieron reformar la bu-
rocracia y privatizar las empresas públicas, ni llevaron a cabo una refor-
ma seria de la ineficaz estructura tributaria del país. En cambio, este
gobierno siguió el patrón tradicional de emplear la administración pú-
blica como un medio para recompensar a los partidarios, manteniendo
así las empresas estatales como fuentes clave de patronazgo. En efecto,
llegado este punto, los analistas argumentaban que el Estado peruano
estaba, de hecho, debilitándose, a pesar de (o debido a) su creciente
tamaño y responsabilidades.
5. Esta presentación del período 1980-1985 se basa en Schmidt (2004) y Sanborn (1991).
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Al mismo tiempo que Belaunde buscaba activamente la consolidación
de un Ejecutivo fuerte, los otros actores políticos principales contri-
buían a esta tendencia. Miembros del Congreso asumieron un papel en
gran medida reactivo frente al Ejecutivo, uno que los recientemente
restaurados medios de comunicación privados y los críticos políticos
empezaron a denominar «Parlamento genuflexo» (Sanborn 1991: 232).
Dominado por una mayoría progubernamental, durante la mayor parte
de este período el Legislativo produjo pocas leyes de importancia y
contribuyó escasamente a dar forma al debate público sobre cuestiones
de importancia nacional. La temprana abdicación de sus poderes legis-
lativos y de fiscalización estuvo acompañada por una falta de atención
a la eficacia y modernización de la propia institución –lo que compli-
caría aún más la reafirmación de la autoridad parlamentaria en los años
posteriores–, aun cuando un creciente número de políticos de oposi-
ción (y algunos de la alianza de gobierno) deseaban hacerlo. En cam-
bio, la debilidad del Congreso reforzó la percepción del público con
respecto a que el Ejecutivo necesitaba mayores poderes para que «se
hicieran las cosas».
Si bien la debilidad del Congreso durante el gobierno de Belaunde se
debió en gran medida al comportamiento de la mayoría AP-PPC, los
partidos de oposición cargan también parte de la responsabilidad. Tanto
el APRA como los partidos de la izquierda marxista atravesaron proble-
mas internos hasta 1983, y se preocuparon escasamente por la consoli-
dación de la nueva democracia y sus instituciones centrales. Cuando los
partidos de oposición se reanimaron, descubrieron que el escenario par-
lamentario había devenido en relativamente marginal para la toma de
decisiones políticas y que era ampliamente repudiado por la ciudadanía.
A medida que caía el PBI, y el gobierno se veía obligado a implementar
severas medidas de austeridad, los principales escenarios de oposición
fueron los medios de comunicación y las calles, donde los paros genera-
les y las protestas sociales de 1983 y 1984 contribuyeron a dar marcha
atrás con respecto a algunas medidas de austeridad y a la renuncia de
por lo menos un ministro de Economía.
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Al igual que en el caso de los interludios democráticos anteriores, el
gobierno de Belaunde terminó su mandato en medio de una crisis eco-
nómica y descontento social, así como con una creciente violencia
política. Pero, a diferencia del pasado, la insatisfacción ampliamente
difundida con respecto al gobierno no trajo, en principio, el fin del
régimen. Por el contrario, la mayoría de peruanos voltearon sus mira-
das hacia los líderes de la oposición en busca de respuestas. En 1983, el
APRA y el frente Izquierda Unida encabezaban las encuestas mostran-
do un liderazgo renovado y una aparente unidad política. Si bien eran
minorías en el Congreso, ambos partidos lograron victorias municipa-
les importantes en 1983, y también participaron en amplias protestas
sociales. En las elecciones generales de 1985, Alan García Pérez, el
carismático nuevo líder del APRA, de 35 años, logró una victoria arro-
lladora con 53 por ciento de los votos válidos, alcanzando una mayo-
ría en ambas cámaras del Congreso. Alfonso Barrantes Lingán, el popu-
lar alcalde de Lima y candidato de Izquierda Unida, llegó segundo con
25 por ciento del voto, y le dio un apoyo tácito a García; así, el 75 por
ciento del electorado había votado por alternativas de centroizquierda
–un resultado que parecía anunciar una nueva era de consenso político
así como de cambio social–.
No obstante, al elegir a García la ciudadanía había, de hecho, elegido a
otro líder populista, más ambicioso que su predecesor, y uno cuyo estilo
arbitrario de gobierno y toma de decisiones políticas impetuosas condu-
ciría al Perú al borde del colapso económico y político. El triunfo elec-
toral de García se basó en su capacidad personal, si bien transitoria, de
atraer a los no apristas, incluyendo a los trabajadores del sector infor-
mal, a los profesionales independientes y a importantes personajes del
empresariado y de las Fuerzas Armadas cuyo respaldo él cultivó perso-
nalmente (Sanborn 1991, Graham 1992). No estuvo acompañado de una
renovación institucional de su partido, el cual se hallaba mal preparado
para el gobierno en la década de 1980 y se inclinaba a reproducir los
patrones tradicionales de clientelismo y corrupción que predominaron
durante el gobierno de AP. Durante su breve disfrute del poder, García
se las arregló para distanciarse de muchos de sus nuevos amigos de la
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izquierda y la derecha, del empresariado y de la clase trabajadora, así
como también de muchos apristas.
Este resultado no era predecible de inmediato. Las propuestas iniciales
de García –limitar el servicio de la deuda externa, aplicar políticas eco-
nómicas heterodoxas, construir consensos a través del diálogo regular
(concertación) con los principales grupos de interés– generaron un insó-
lito y amplio respaldo en el país y en el exterior. Este apoyo, junto con
una firme y disciplinada mayoría en el Congreso, permitió a García con-
centrar un significativo poder personal y la rápida aplicación de políti-
cas. En este caso, el Presidente adoptó un interés personal en virtualmen-
te todas las áreas de políticas, desde la agricultura hasta la lucha
antiterrorista. En un inicio, contó con la ayuda de las reservas acumula-
das gracias a la suspensión del servicio de la deuda, lo que financió un
boom de consumo e importación. A través de medidas populistas que
tuvieron un impacto inmediato en la vida de los pobres, avivadas a tra-
vés de manifestaciones y de ampliamente difundidos «balconazos», su
popularidad superó el noventa por ciento en 1986, y el APRA logró
importantes victorias a lo largo de todo el país en las elecciones munici-
pales de 1986 (Sanborn 1991: 356-8).
A inicios de 1987, sin embargo, las reservas internacionales empezaron
a agotarse, y llegó a ser evidente que García y sus asesores no contaban
con planes coherentes para avanzar más allá del corto plazo. El boom del
consumo y los incentivos al sector privado fracasaron en el intento de
estimular el tipo de nueva inversión esperada por García; en cambio, se
amplió el déficit en el sector público y la inflación nuevamente comenzó
a crecer. La anunciada concertación tampoco se desarrolló como se ha-
bía previsto. La negociación de la «concertación económica» fue condu-
cida de un modo personalista por García y un pequeño grupo de líderes
empresariales (apodados popularmente «los doce apóstoles»), prescin-
diendo de los gremios empresariales y generando considerable resenti-
miento entre quienes quedaron fuera. García también espantó al sindica-
lismo al priorizar sus encuentros con los empresarios y no intentar un
esfuerzo tripartito.
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Por último, la muy controvertida decisión de nacionalizar la banca pri-
vada en julio de 1987 generó una gran turbulencia económica y política,
sin que García pudiese volver a ganar el apoyo popular que había pre-
visto. De hecho, la expropiación de la banca fue aparentemente una de-
cisión personal del Presidente, tomada sin la debida preparación y en
contra de las advertencias de líderes partidarios clave. El escritor Mario
Vargas Llosa lideró una fuerte oposición contra la medida, que adoptó el
nombre de Movimiento Libertad, el cual movilizó no solo a los empresa-
rios y a los políticos de centroderecha, sino también a muchos indepen-
dientes de clase media que habían votado por García. Numerosos líderes
apristas también se opusieron a la medida, y algunos destacados miem-
bros del gabinete renunciaron por esa razón. Luego de un prolongado
conflicto en las calles y de resistencia en el Congreso, la medida fue
eventualmente detenida (Sanborn 1991, Graham 1992). Durante sus últi-
mos dos años, el gobierno de García cayó en una parálisis política que
recordaba el final del gobierno de Belaunde, aunque la rápida espiral
económica descendente terminó en una crisis aun peor.
Es importante tener en cuenta que durante el curso de la década de 1980,
dos movimientos armados –Sendero Luminoso y el Movimiento Revolu-
cionario Túpac Amaru (MRTA)– también plantearon desafíos a la nueva
democracia, como también lo hicieron el alarmante incremento de pro-
ducción ilegal de cocaína y el del narcotráfico (Schmidt 2004: 31). La
amenaza más seria provino de Sendero Luminoso, que lanzó su lucha
armada a inicios de la década de 1980 y creció sostenidamente a lo largo
de ella. En respuesta a la violencia, los gobiernos de Belaunde y García
decretaron estados de emergencia en zonas cada vez más amplias del
país, y entregaron la autoridad política, y también estratégica, a las Fuerzas
Armadas –que ya estaban debilitadas por los doce años en el poder, la
crisis económica y la desconfianza pública–. La ausencia de una efectiva
estrategia de contrainsurgencia condujo a una amplia, y con frecuencia
indiscriminada, violencia, y a la suspensión de las recientemente recupe-
radas libertades civiles. La debilidad y la corrupción del Poder Judicial,
exacerbadas por la interferencia política, también hicieron que los jue-
ces fueran vulnerables ante la intimidación de los grupos armados, y que
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no estuvieran en condiciones de ejercer de manera consistente su autori-
dad sobre ninguna de las partes. A fines de la década de 1980, las zonas
de emergencia cubrían cerca de un tercio de las provincias del Perú, y
afectaban a más de la mitad de la población. Según la Comisión de la
Verdad y Reconciliación (CVR), un estimado de 69 mil peruanos murie-
ron a consecuencia de la violencia política entre 1980 y 1999, y por lo
menos 200 mil refugiados huyeron del campo hacia Lima y otras ciuda-
des, incrementando las filas del precario sector informal (Schmidt 2004,
CVR 2004).
Los desafíos externos que encaró García desde un inicio fueron exacer-
bados por la naturaleza arbitraria de la toma de decisiones, la incapaci-
dad y corrupción del partido de gobierno, y la estructura de poder que
García heredó y amplió hasta límites extremos. Hacia 1989, los votantes
habían perdido confianza en virtualmente todas las instituciones políti-
cas, y los partidos eran los menos respetados –el 77 por ciento de los
ciudadanos desconfiaba de ellos–. Sin embargo, y sorprendentemente, el
61 por ciento todavía creía que la democracia era el mejor sistema de
gobierno para su país (Schmidt 2004: 32). Lo que buscaban era un nuevo
liderazgo, no necesariamente un nuevo régimen –lo que consiguieron
fue ambos–.
1.4 La década de Fujimori: 1990-2000
«En el Perú no existen partidos políticos [...]. El poder soy yo,
es verdad. Pero es un poder que me fue dado por el pueblo.
Yo los represento».
Alberto Fujimori6
Hacia 1990, el público peruano enfrentaba otro vacío de liderazgo polí-
tico. El puntero para llenar tal vacío era Vargas Llosa, quien lideraba
una alianza de partidos e independientes (el Frente Democrático o
Fredemo), con una agenda política neoliberal y un generoso respaldo de
6. El Comercio, 21 de junio de 1993, citado en Ideele N° 71-72, diciembre de 1994, p. 98.
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prominentes miembros de las élites empresariales, políticas y eclesiásti-
cas. En un inicio, las encuestas le daban el segundo lugar al izquierdista
Alfonso Barrantes, y un distante tercer lugar al candidato del APRA Luis
Alva Castro; pero a medida que el Fredemo mostraba sus contradiccio-
nes internas, los votantes buscaron otras alternativas. El candidato ines-
perado en la carrera fue Alberto Fujimori, un poco conocido profesor
universitario, hijo de inmigrantes japoneses, que había entrado a la con-
tienda en busca de un escaño en el Senado, sin un programa claro ni base
partidaria. Prometiendo «honestidad, tecnología y trabajo», la campaña
de Fujimori también enfatizaba el rechazo total a toda la élite política y
social del Perú. En una celebrada segunda vuelta, Fujimori ganó por
amplia mayoría7.
Fujimori empezó como uno de los presidentes más débiles de la historia
peruana. Un neófito político, con minoría en el Congreso y en medio de
un contexto de crisis económica y social extremas. En la primera vuelta,
la alianza Fredemo ganó una mayoría en ambas cámaras, mientras que
el APRA tenía la bancada partidaria más grande y la izquierda dividida
contaba todavía con una importante presencia (Tuesta 2001). En con-
traste, la apresuradamente elaborada lista de Cambio 90, el partido de
Fujimori, obtuvo solo 32 escaños en la Cámara Baja de 180 miembros, y
14 de los 60 escaños del Senado, y ninguno de sus seguidores era un
legislador experimentado. No obstante, Fujimori contaba con la mayo-
ría de los votantes a su favor, con un fuerte apoyo de los militares, más
la legitimidad de ser un verdadero «outsider» incontaminado por la po-
lítica tradicional.
En un comienzo, la amplia sensación de crisis y esta legitimidad inicial
le permitieron a Fujimori dar curso a drásticas medidas políticas –de
modo muy parecido a como habían hecho sus predecesores–. Una mayo-
ría del nuevo Congreso también le dio a este presidente amplias faculta-
des para aprobar decretos legislativos urgentes en las áreas de política
7. Para un excelente análisis de la victoria de Fujimori, véanse Schmidt (1998) y Degregori y Grompone
(1991).
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económica y de contrainsurgencia. Fujimori utilizó estos poderes para
decretar el ajuste estructural, privatizar muchas empresas estatales, rea-
nudar los servicios de la deuda externa y restaurar el crédito internacio-
nal. Lanzó también una amplia reforma de la autoridad tributaria, firmó
un controvertido acuerdo antidrogas con los Estados Unidos, y le conce-
dió una mayor autoridad a los militares y a las rondas de autodefensa
campesina en la lucha contra Sendero Luminoso. Con estas medidas,
Fujimori atrajo rápidamente a un gran número de ciudadanos acaudala-
dos y de clase media que habían votado por el Fredemo, manteniendo al
mismo tiempo su apoyo popular inicial.
Durante sus dos primeros años en el gobierno, Fujimori no intentó for-
mar una coalición de gobierno con otros grupos representados en el
Congreso, aferrándose a la imagen de independiente que lo había vuelto
atractivo para los votantes. En cambio, él ridiculizaba constantemente al
Poder Legislativo, al Poder Judicial y a los partidos establecidos; expre-
saba desdén por la política en general, y prometía soluciones prácticas y
técnicas para los problemas de la nación. Si bien la mayoría liderada por
el Fredemo en el Congreso apoyó sus iniciales políticas de ajuste, y las
subsecuentes reformas de liberalización del mercado, los legisladores se
opusieron a las acciones presidenciales que no se hallaban claramente
dentro de los límites de la Constitución de 1979, en especial a los decre-
tos legislativos del Ejecutivo que subvertían la legislación regular o que
violaban las libertades civiles (Schmidt 2004: 35). Los desacuerdos con
respecto al presupuesto de 1992 también fueron más intensos, puesto
que los legisladores se opusieron a los nuevos impuestos y otras medidas
propuestas por el Ministro de Economía (Kenney 2004). Los legislado-
res demandaron también mayor apoyo fiscal para el sector agricultu-
ra –declarado en emergencia por el Congreso–, y censuraron al nue-
vo ministro de Agricultura (McClintock 1993: 115). El conflicto llegó
a su clímax a inicios de 1992, cuando el Congreso eligió a dos figuras de
la oposición para reemplazar a los presidentes de Cambio 90 en ambas
cámaras, y dejó sin efecto el veto de Fujimori a la promulgación de
varios proyectos de ley, incluida una Ley de Control Parlamentario que
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regulaba los subsecuentes usos de la delegación de poderes legislativos
al Ejecutivo (Schmidt 1998, 2004: 35). El Tribunal de Garantías Consti-
tucionales también dictaminó contra Fujimori con respecto al empleo de
ciertas facultades en situaciones de emergencia.
El 5 de abril de 1992, el presidente Fujimori anunció intempestivamente
la clausura del Congreso, la reorganización del Poder Judicial y el nom-
bramiento de una comisión para redactar una nueva Constitución que
sería sometida a consulta popular (Schmidt 2004: 36). Con el apoyo de
los altos mandos militares, Fujimori confinó a los líderes de la oposición
en sus casas y silenció momentáneamente a la prensa. Este autogolpe fue
condenado por los principales partidos políticos –con la excepción de
Cambio 90–, los principales medios de comunicación y por la mayoría
de los grupos de interés –con la notable excepción de los gremios em-
presariales–. Sin embargo, la medida contó con el respaldo del público
en general, y los índices de aprobación a Fujimori alcanzaron el 79 por
ciento en la semana posterior al autogolpe, y permanecieron bastante
por encima del 50 por ciento durante el resto de su primer gobierno,
todo esto fortalecido por importantes logros en la estabilización econó-
mica y la lucha contrainsurgente. Si bien Fujimori quedó sorprendido
por las negativas reacciones internacionales, respondió prometiendo res-
taurar las libertades civiles así como la realización de elecciones para
una Asamblea Constituyente que también contaría con poderes legislati-
vos. Las elecciones para el Congreso Constituyente Democrático (CCD)
fueron boicoteadas por los partidos más grandes, y los candidatos elegi-
dos «a dedo» por Fujimori obtuvieron el 49 por ciento de los votos
válidos y 44 de los 80 escaños en la Asamblea, lo que le otorgó una
sólida mayoría y el control sobre la redacción de la nueva Constitución
(Schmidt 2004: 36).
En 1993, los peruanos aprobaron por un margen estrecho una nueva
Constitución que, en lo esencial, mantenía la naturaleza presidencial del
régimen de 1979, mientras que reducía el Congreso de dos cámaras a una
y de 240 miembros a 120, y –algo importante para Fujimori– permitía la
reelección inmediata del Presidente. Al mismo tiempo, reducía el papel
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económico formal asignado al Estado, establecía controles sobre las fa-
cultades legislativas del Ejecutivo y eliminaba el papel del Ejecutivo en
la elección de jueces. También creaba una Defensoría del Pueblo
semiautónoma, e introducía medidas innovadoras de democracia directa
y de rendición de cuentas por parte del gobierno. Si bien muchas de
estas características serían ignoradas por Fujimori, algunas alcanzarían
una renovada importancia luego de su defenestración en el 2000.
Desde 1992 hasta el 2000, Fujimori gobernó con mano dura, con un
Congreso incondicional y un Poder Judicial purgado y políticamente
dependiente. Durante este período, se apoyó también en su asesor de
seguridad nacional, Vladimiro Montesinos, y en un creciente aparato de
inteligencia clandestino dedicado a sobornar o intimidar a sus oponentes
a la par que sostenía una fachada de legitimidad democrática. Si bien los
votantes expresaron su preocupación acerca de los derechos humanos y
ante las señales de altos niveles de corrupción, los resultados económi-
cos y de seguridad bajo la supervisión de Fujimori mantuvieron en gran
medida al público de su parte. Hacia finales de 1994, la violencia políti-
ca había disminuido al 20 por ciento frente a los niveles de 1990, el PBI
creció en 4,8 por ciento en 1993 y en 12,5 por ciento en 1994, mientras
que la inflación cayó 15 por ciento en 1994 y 10 por ciento en 1995.
«Estos logros –señala Schmidt– hicieron que el Perú de Fujimori fuese
una ‘‘vitrina de exhibición’’ para el Banco Mundial, el FMI y la comuni-
dad financiera internacional» (2004: 38). Mientras tanto, la oposición
política permaneció dividida y desconcertada acerca de cómo enfrentar
a este régimen. En 1995, Fujimori fue reelegido con el 64 por ciento de
la votación, y su lista Cambio 90-Nueva Mayoría ganó 67 de los 120
escaños del Congreso unicameral.
Durante su segundo período, la capacidad de Fujimori de mantener el
apoyo popular y una alianza cívico-militar estratégica sería puesta a
prueba con más fuerza. La economía empezó a tomar un curso descen-
dente, aumentaron las preocupaciones por los derechos humanos y los
escándalos militares, y las encuestas sugerían que Fujimori perdería
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una segunda reelección. A pesar de este apoyo decreciente, y no obs-
tante las objeciones generales de sus oponentes y del Tribunal Constitu-
cional a su candidatura para una segunda reelección, Fujimori casi lo-
gró un triunfo para un tercer término en el 2000. El fraude, la intimida-
ción y el soborno dan cuenta de parte de esto, pero la naturaleza de la
oposición –dividida en ocho diferentes candidaturas separadas– tam-
bién hizo que fuera posible. Si bien Fujimori fracasó en su intento de
alcanzar una mayoría en el Congreso en el 2000, estuvo inicialmente en
condiciones de comprar o intimidar a suficientes miembros de otros
partidos para que se pasasen a su bando. Sin embargo, cuando la copia
de un video de una de sus transacciones fue filtrada a los medios de
comunicación, la alianza de Fujimori comenzó a sucumbir y él huyó al
Japón. La red de corrupción que posteriormente quedó expuesta era
muchísimo más grande de lo que sospechaban incluso sus críticos más
acérrimos (Schmidt 2004: 43).
1.5 Transición (retorno) a la democracia: 2000-2006
A medida que empezaba el siglo XXI, parecía haber un acuerdo signifi-
cativo entre la élite política y económica del Perú con respecto a los
errores del pasado reciente, incluyendo un amplio reconocimiento del
daño que había sido infligido por la violenta confrontación política y
por cambios erráticos y radicales en las políticas y prioridades naciona-
les. El 2001, un Acuerdo Nacional fue suscrito por los funcionarios del
gobierno, los principales partidos de la oposición, y por representantes
del empresariado y las organizaciones laborales y otras de la sociedad
civil, todos los cuales se comprometieron a trabajar, durante los próxi-
mos veinte años, por el logro de veintinueve prioridades de política
consensuadas.
Un breve gobierno de transición, presidido por el presidente del Congre-
so, Valentín Paniagua, gobernó en gran medida por consenso y empezó
una serie de reformas para restaurar la democracia y el estado de dere-
cho, así como la investigación de los abusos cometidos contra los dere-
chos humanos y la denuncia de la corrupción de la era pasada. El 2001,
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Alejandro Toledo –un líder de la oposición democrática a Fujimori–
ganó la presidencia en una segunda vuelta frente al ex presidente Alan
García. Si bien el partido débilmente articulado de Toledo, Perú Posible,
no ganó una mayoría en el Congreso en el 2001, inicialmente forjó una
con el Frente Independiente Moralizador (FIM) y otros grupos menores.
Toledo también disfrutó de una amplia autoridad inicial, para proseguir
con la re-democratización y otras reformas iniciadas por el gobierno de
transición, e, igualmente, lanzó un nuevo esfuerzo de regionalización
con la colaboración del Congreso. Su gobierno mantuvo las políticas
económicas liberales, y la economía creció más de cuatro por ciento
anual entre los años 2000 y 2006.
Sin embargo, la incapacidad del Presidente para honrar otras promesas
de campaña, así como su aparente falta de visión o decisión, además de
crecientes signos de corrupción en su entorno, condujeron a una caída
drástica de su popularidad y a desmoronar su débil alianza congresal.
Durante su mandato fueron pocas las políticas del Acuerdo Nacional que
se aplicaron, y el gobierno de Toledo encaraba una creciente e impa-
ciente oposición tanto en las calles como en el Congreso. De hecho, a
mitad del camino de su mandato de cinco años, el desencanto público
con la clase política se había precipitado tan hondo, que los analistas
especulaban si el siguiente paso sería un cambio de Presidente (por
vacancia), de gobierno o del propio régimen. Al final, los principales
actores políticos optaron por el camino electoral al cambio, pero en el
2006 ni Perú Posible ni el FIM pudieron presentar candidatos presiden-
ciales, y un nuevo outsider –el ex militar nacionalista Ollanta Humala–
surgió para disputar el sillón presidencial con la conservadora Lourdes
Flores y el ex presidente García, logrando ganar la primera vuelta y
colocar a su alianza electoral como la primera mayoría en el Congreso
del período 2006-2011. Un análisis adecuado de la estrecha victoria de
García sobre Humala en la segunda vuelta, sobrepasa los límites de este
trabajo, pero será motivo de breves reflexiones finales.
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Dado el sinuoso camino seguido por el desarrollo institucional y político
del Perú, no llama la atención que el proceso de elaboración de políticas
públicas, si se le puede llamar así, haya reflejado oscilaciones erráticas en
numerosos frentes: entre democracia y dictadura, entre modos de gobernanza
más inclusivos y excluyentes, y entre políticas económicas más orientadas
al mercado y aquellas que favorecen la intervención estatal. En el largo
plazo, el daño infligido por estas oscilaciones ha sido notable, no solo en
la capacidad del Perú de sostener el crecimiento económico sino también
por su fracaso en la consolidación del estado de derecho y el logro de una
mayor equidad social –objetivos que son fundamentales para el país, si es
que alguna vez ha de romper el ciclo histórico de populismo fracasado,
crisis, autoritarismo y crisis nuevamente–.
Es importante notar, sin embargo, que desde 1990 se han dado también
algunos éxitos de política significativos. Durante la década de 1990, los
hacedores de política han avanzado de manera considerable en el logro de
una estabilidad financiera general y el fortalecimiento de las políticas orien-
tadas al mercado. Desde el año 2000 en adelante, se realizaron importantes
avances en las áreas de descentralización política, así como también en la
protección de los derechos humanos y las libertades civiles. Si bien nosotros
analizamos por qué algunas políticas específicas han tenido éxito o han
fracasado, nuestra preocupación principal aquí es por qué el patrón general
de elaboración de políticas permanece tan errático y cortoplacista.
2. Las políticas públicas en el Perú: características y casos
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Para este propósito, identificamos ciertas características generales de las
políticas públicas a lo largo del tiempo, que constituyen el núcleo de esta
sección. Dicho en términos generales, las políticas públicas han sido elabo-
radas de manera arbitraria, han sido volátiles, y tienden a ser fácilmente
revertidas. También tienden a ser de baja calidad y se hacen cumplir débil-
mente. Esta es, por cierto, una generalización, una preocupante, que re-
quiere de mayor definición y elaboración.
2.1 Discusión teórica
En primer lugar, siguiendo a Pritchett (2004), definimos una política
(policy) como una función condicional desde las interacciones políticas
y económicas hacia una acción concreta. Una acción política (policy
action), por tanto, es el resultado específico de la aplicación de dicha
función, y, a su vez, un resultado de política (policy outcome) es la
consecuencia (intencional o de otro tipo) de la aplicación de una acción
política específica dentro de un contexto particular del mundo real.
Dada esta definición de una política como una función condicional, es
importante resaltar que no todos los cambios en las acciones políticas
realizadas requieren ser interpretados como volátiles. Si observamos una
acción política diferente debido a un cambio en el estado del mundo,
estamos observando una política flexible1. Por ejemplo, en el gráfico 2.1
tenemos S1→a3 y S2→a4 con la misma política C. Sin embargo, cuando
se dan cambios en una acción política en ausencia de cambios en las cir-
cunstancias subyacentes, nosotros identificaríamos esto como un giro de
política volátil. Tal volatilidad política es mostrada en el paso de a3 a a2,
donde S1 permanece constante pero la política actual cambia de C a B.
Bajo esta configuración, definimos una política inflexible como política A,
la cual permanece en a1 independientemente del estado del mundo rele-
vante. Por contraposición, podemos decir que una política es fácilmente
reversible si tiende a cambiar de la política A a B y a C, o al revés.
1. Esta distinción entre políticas volátiles y flexibles fue también enfatizada en una comunicación personal
con John Carey, quien nos brindó aportes valiosos para el análisis de este caso.
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En la mayoría de los casos observados aquí, no estaremos en condiciones
de observar la función de políticas en un campo temático dado, sino más
bien las acciones políticas. Al proceder así, tendremos en cuenta estas
definiciones y haremos uso de la información provista al discutir las
características de las políticas públicas que surgen del proceso de elabo-
ración de políticas (PEP) en el Perú.
2.2 Principales características
(a) Arbitrarias, volátiles y fácilmente reversibles
La elaboración de políticas en el Perú parece ser, sobre todo, un proceso
arbitrario, determinado por la voluntad y preferencias del gobierno de
turno o por líderes individuales, y fácilmente reversible en un corto
período de tiempo. Esto genera un alto nivel de incertidumbre, lo que
inhibe las inversiones de largo plazo y erosiona la confianza pública.
Tal como se señaló antes, la volatilidad involucra la incapacidad de articu-
lar y de ceñirse a metas centrales. Como tal, es un anatema para cualquier
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sistema político. La reversibilidad es la probabilidad de observar un cam-
bio en la dirección de una política. Cuanto más alta es la volatilidad, más
fluctuante e impredecible es la política. La elaboración de políticas en el
Perú tiende a seguir este último camino, puesto que tanto las metas centra-
les como los medios para alcanzarlas son frecuentemente puestos en cues-
tión. Por razones que analizaremos más adelante, las decisiones de política
bajo regímenes democráticos o autoritarios han sido, en su mayor parte,
impredecibles, y han estado sujetas a reversiones no previstas.
Estas características se reflejan más notoriamente a nivel macroeconómico.
Basándonos en información de Spiller, Stein y Tommasi (2003), el Perú
se encuentra en el grupo de ingreso medio, con un PBI per cápita anual
de cerca de US$ 2.000, pero es caracterizado también como una de las
economías más volátiles de América Latina en términos de la fluctuación
de las tasas del PBI (véase el cuadro 2.1), y por sus tasas de inflación
históricamente altas2.
2. La tasa de inflación promedio en el Perú entre 1980 y el 2001 fue de 586,2 por ciento, mientras que el
promedio de los países latinoamericanos en el mismo período fue de 203,9 por ciento. Véase la base de
datos de Eclac.
Argentina 5,6 5,5
Bolivia 2,9 1,0
Brasil 4,6 3,0
Chile 6,4 3,5
Colombia 1,5 3,3
Costa Rica 4,5 2,4
Ecuador 4,5 3,4
El Salvador 5,7 1,9
Guatemala 2,7 0,8
Honduras 2,5 2,5
Haití 2,9 6,4
México 4,4 3,6
Nicaragua 5,4 2,3
Panamá 6,5 2,6
Cuadro 2.1
Volatilidad en América Latina
Desviaciones estándar de la tasa de crecimiento por década
País 1980 1990
(continúa)
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Esta volatilidad es usualmente atribuida al hecho de que el Perú es una
pequeña economía abierta que ha estado expuesta a shocks externos
frecuentes y sustanciales; en efecto, la evidencia (véase el gráfico 2.2)
muestra que el Perú tiene el PBI más volátil de la región, y que se en-
cuentra entre los grupos de países para los cuales la volatilidad del PBI
no podría ser explicada solo por los términos de intercambio volátiles
(condicionados por la apertura).
Perú 8,4 5,2
Paraguay 5,3 1,5
República Dominicana 2,7 4,4
Uruguay 6,6 2,8
Venezuela 4,8 5,0
Promedio no ponderado 4,7 3,3
Promedio ponderado 4,6 3,5
Mediana global 4,6 3,0
Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo y Banco Mundial (2002).
(continuación)
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Una posible explicación de esta volatilidad residual podría ser atribuida
al desempeño de las instituciones políticas y a los procesos de toma de
decisiones. Otro indicador de la volatilidad del Perú es el constante cam-
bio en las clasificaciones del índice de libertad económica del Instituto
Fraser. Según este índice, el Perú pasó de ocupar el puesto 43º en 1970
al 109º en 1985, y nuevamente al 41º en el 2000 (véase el gráfico 2.3)3.
Es claro, estos tipos de oscilaciones políticas tienen un costo para la
capacidad del país de sostener el crecimiento económico y, en especial,
en las percepciones y prácticas de los actores económicos privados. En
el gráfico 2.4, por ejemplo, mostramos cómo los inversionistas interna-
cionales perciben correctamente que estos vaivenes traen como resulta-
do que el costo de hacer negocios en el Perú sea especialmente alto.
3. Véase el reciente «Economic Freedom of the World 2004 Annual Report», disponible en la página web
<http: //www.freetheworld.com>.
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(b) Baja calidad, ineficiente e ineficaz
El resultado de una acción política particular está determinado tanto por
la calidad de la formulación de la política como por la manera en que es
aplicada. En el caso peruano, los resultados tienden a ser políticas de
baja calidad que son mejor descritas como ineficaces. Con demasiada
frecuencia, y en la mayoría (si bien no todos) de los sectores, los objeti-
vos de las políticas públicas son alcanzados solo de manera parcial, in-
cluso cuando existe un amplio consenso entre las diferentes partes inte-
resadas. Más aún, en diversos sectores encontramos que las políticas son
aplicadas de una manera ineficiente, tanto en términos de cobertura como
de uso de recursos.
Algunos de los ejemplos más serios de esta tendencia se dan en el área de
servicios básicos, incluidos la política educativa y los programas de nu-
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trición y de lucha contra la pobreza. Estudios recientes muestran, por
ejemplo, que en el Perú menos de treinta centavos de cada dólar presu-
puestado para los programas sociales llegan a las poblaciones objetivo4.
Un caso específico es el programa del Vaso de Leche, creado en 1985, el
cual es financiado por el gobierno central y administrado por los go-
biernos locales. Al ser un esfuerzo de apoyo alimentario directo, dirigi-
do a los niños extremadamente pobres y a las madres lactantes, este
programa es uno de los más importantes en el sector social en términos
de su alcance, requerimientos presupuestarios, y consecuencias políticas
y sociales. No obstante, estudios recientes muestran que el 71 por ciento
de las más de 6 millones de personas que pertenecen a la población
objetivo no está cubierto, y que un 42 por ciento de quienes reciben el
«Vaso de Leche» no pertenece a la población objetivo. Problemas simila-
res, de filtración a beneficiarios no focalizados y falta de cobertura para
los más necesitados, se dan en el caso de los comedores populares5.
Estos resultados reflejan las fallas más amplias de las prestaciones de
servicios sociales en el Perú, las cuales son obstaculizadas por una au-
sencia de objetivos claros y por la dispersión de responsabilidades entre
quienes están a cargo. Con una considerable duplicidad en la aplicación
de programas a través de los sectores y ámbitos de gobierno, y con una
baja capacidad para evaluar y reformar las políticas cuando es necesario,
sería difícil exagerar las debilidades inherentes a la política social del
Perú. Una mejor comprensión de este círculo vicioso se halla en un aná-
lisis de los incentivos que movilizan el PEP, que serán discutidos en la
sección 3.
Otros ejemplos de políticas de baja calidad se encuentran en la esfera
educativa6. Si observamos las tasas de matrícula, vemos que el Perú se
ubica en segundo lugar en América Latina, después de Uruguay. Sin
4. Véase Banco Interamericano de Desarrollo y Banco Mundial (2002: 62).
5. Para más detalles, véase Vásquez (2003). El control y el financiamiento de estos programas están
programados para ser transferidos a los nuevos gobiernos regionales en el 2004.
6. Para una exhaustiva discusión acerca de las políticas educativas en el Perú, véanse Wu et al. (2000) y
Banco Mundial (1999).
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embargo, cuando se toma en consideración otros indicadores de la cali-
dad de la educación pública, el Perú se ubica mucho más abajo. Una
razón principal de esta situación es que el Perú gasta muy poco de su
presupuesto en educación (cerca del 2,4 por ciento del PBI frente a 4,5
por ciento en el resto de América Latina), y lo que gasta se hace sin
establecer prioridades claras para la distribución ni mecanismos de ren-
dición de cuentas7. Como consecuencia, si bien las tasas de matrícula
pueden estar marchando a un ritmo respetable, las tasas de repetición y
de deserción son relativamente altas8, los niveles de comprensión estándar
y de desempeño académico son muy bajos9, y el analfabetismo funcional
mantiene su prevalencia a pesar del acceso generalizado a las escuelas
públicas10.
(c) Debilidad para hacer cumplir las políticas
Tal como Grindle y Thomas (1991) han señalado acertadamente, la apli-
cación de políticas es un proceso tan interactivo y dinámico como la
propia acción inicial de elaboración de políticas. Una de las característi-
cas más sorprendentes del caso peruano, sin embargo, es la limitada
capacidad de todas las ramas del gobierno para poner en práctica las
decisiones de política y para conferirles los mecanismos adecuados de
evaluación y supervisión. Esto es evidente en el área del cumplimiento
de contratos, por ejemplo, puesto que se requieren 441 días para hacer
cumplir uno, independientemente de la participación del Poder Judicial,
según un informe reciente del Banco Mundial (2004). En este informe, el
Perú se ubicó en el puesto 105º entre 127 países de esta lista.
7. Por ejemplo, el gasto per cápita en la educación terciara equivale a seis veces el gasto en la educación
primaria. Véase Wu et al. (2000).
8. De acuerdo con un estudio del Banco Mundial de 1999, solo 40 por ciento de los estudiantes terminó la
escuela primaria sin repetir un año, y el 43 por ciento de los estudiantes de secundaria se retiraron.
9. En pruebas estandarizadas de lenguaje y matemática aplicadas en el 2000, el Perú se ubicó entre los
últimos tres en comparación con el resto de países latinoamericanos. Véase Willms y Somers (2000).
10. Ha disminuido de 10,6 a 9,5 por ciento entre la población de quince años y mayor en el período 1999-
2002. Véanse los Indicadores de Desarrollo Mundial del Banco Mundial, disponibles en la página web
<http://www.worldbank.org>.
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Otras dos esferas de actividad en las que es notoria la débil capacidad
para hacer cumplir la ley, son las políticas tributarias y laborales. En
ambos casos, algunos consideran que las políticas oficiales son muy
costosas para poder ser cumplidas, mientras que la capacidad del Esta-
do para hacerlas cumplir de manera consistente y amplia ha sido limi-
tada. Los incentivos son tales que a lo largo del tiempo han existido
altos niveles de evasión tributaria y bajos niveles de cumplimiento de
las normas laborales con relación a cuestiones tan básicas como el
sueldo mínimo, la regulación de las horas de trabajo, el pago de cesan-
tía y la provisión de un plan de jubilación. Por ejemplo, los empleadores
del sector privado se quejan acerca de las contribuciones obligatorias de
cesantía requeridas por ley (en ausencia de un plan nacional de seguro
por desempleo), y si bien un tercio de los trabajadores ubicados en el
sector privado formal tienen derecho a este beneficio, los estudios indi-
can que menos del cuatro por ciento de quienes son despedidos lo reci-
ben en la práctica11.
Este bajo cumplimiento de las políticas establecidas también se debe a la
falta de mecanismos de supervisión eficientes, incluido un sistema
confiable de incentivos y sanciones. Por tanto, el cumplimiento es bajo,
aun cuando no se perciba que las políticas sean muy costosas. Esta defi-
ciencia es endémica a través de toda la burocracia estatal, incluyendo los
ministerios de línea responsables de un determinado sector, las agencias
reguladoras autónomas relevantes, la autoridad tributaria y el Poder Ju-
dicial. Un ejemplo lo da el sistema privado de pensiones, donde las regu-
laciones establecidas a inicios de la década de 1990 permiten que las
empresas inscriban a sus trabajadores en el régimen de administración
privada de pensiones (AFP), y que depositen un pago mensual corres-
pondiente a favor del trabajador en su cuenta de pensión individual, en
lugar de utilizar el sistema público de pensiones. Sin embargo, más de la
mitad de las empresas peruanas formalmente registradas no realizan sus
contribuciones legalmente obligatorias, y tampoco las AFP ni los traba-
11. Véase el cuadro 5 en MacIsaac y Rama (2001). Es importante notar que no todas las personas que
pierden sus puestos de trabajo tienen derecho a recibir este beneficio.
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jadores tienen el poder para hacer cumplir las obligaciones de las firmas
negligentes. Las autoridades estatales no han encontrado una forma más
eficiente de hacer cumplir los pagos que mediante los juzgados regula-
res, los cuales, como veremos más adelante, se encuentran entre las ins-
tituciones más ineficientes del país.
En cualquier caso, los ejemplos antes mencionados sugieren cómo es
que esta debilidad para hacer cumplir las decisiones y reglamentos de
política puede desencadenar un círculo vicioso. Tanto el pobre diseño
de políticas como la baja exigencia de su cumplimiento alientan una
conducta evasiva, la que a su vez conduce a la expansión de una in-
mensa economía informal como la fuente principal de creación de nue-
vo empleo en este país –un sector que, por definición, perpetúa la
violación de las obligaciones legales básicas tanto con los trabajadores
como con el Estado–.
2.3 ¿Escapando de la maldición o adaptándose a ella?
Tal como hemos señalado antes, en algunas áreas clave se han dado
esfuerzos significativos para reducir el rango de posibles vaivenes de la
política, y también para mejorar la calidad y la eficacia de los resultados
de políticas. Un ejemplo de aquello es la política cambiaria. En las cinco
décadas pasadas, el Perú osciló entre sistemas de tasa de cambio flexible
y de tasa fija, y todas las posibles opciones intermedias, y entre un mer-
cado de tasa de cambio unificado y un sistema de tasa de cambio múlti-
ple (con diecisiete tasas de cambio diferentes). Sorprendentemente, en
medio de la peor inflación que se haya visto (1990), el Perú optó por un
régimen de tasa de cambio flotante que ha sobrevivido hasta ahora a
pesar de una serie de shocks externos y regímenes políticos. Y, lo que es
más importante, el viejo debate sobre la necesidad de emplear esta polí-
tica como un instrumento clave para impulsar el desarrollo, práctica-
mente ha desaparecido. Casi no existe ningún agente en el juego político
que proponga cambios sobre esta decisión. Tal resultado se debe a una
combinación de opciones estratégicas; lo primero, y lo más importante,
fue el otorgamiento de independencia política al Banco Central; lo se-
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gundo, el hecho de que todos los agentes llegaran a comprender que
existen otras formas para mejorar su protección efectiva sin intervenir
con la tasa de cambio.
En este tipo de contexto político, sin embargo, algunos actores preferi-
rán intentar reducir la incertidumbre de los vaivenes arbitrarios de polí-
tica recurriendo a mecanismos para bloquear todas las rutas de cambio
de política. Un ejemplo de tal mecanismo lo dan los contratos de estabi-
lidad tributaria que algunas grandes empresas suscribieron con el go-
bierno de Fujimori durante la década de 1990. Obviamente, estos actores
percibieron los cambios en los códigos tributarios como una fuente de
potencial interferencia en su flujo de caja, mientras que tales contratos
les garantizaban que futuros cambios tributarios no serían aplicados a
sus empresas12. Durante la década de 1990, la mayor parte de la inver-
sión extranjera directa que entró al Perú gozó de tales contratos de esta-
bilidad, incluidos los intereses multinacionales en minería y telecomuni-
caciones13. Sin embargo, en el contexto más competitivo post-Fujimori,
existen numerosos políticos que intentan no solo evitar la renovación de
tales contratos sino que también cuestionan su validez.
Este ejemplo apunta a la cuestión más amplia de la volatilidad observada
frente a la latente, que discutimos con más detalle en nuestro ejemplo de
políticas acerca de las pensiones (véase el apéndice 1). Desde nuestro
punto de vista, la presencia de una toma de decisiones arbitraria no
siempre conduce a una volatilidad observada o a una reversión de polí-
ticas, sino más bien a una volatilidad latente, una situación en la que la
mayoría de actores se comporta como si las políticas fuesen volátiles y
12. Por lo mismo, la Confederación Nacional de Instituciones Empresariales Privadas (Confiep), la máxima
asociación de las principales empresas peruanas, fue el grupo más interesado en promover el Acuerdo
Nacional como un factor disuasivo frente a las oscilaciones de política. Sus afiliados esperaban utilizar el
Acuerdo como un instrumento para bloquear posibles iniciativas congresales que condujesen a mayores
oscilaciones de política.
13. Durante la década de 1990, se firmaron más de quinientos «convenios de estabilidad». Para más
detalles, véase la página web de Proinversión: <http://www.proinversion.gob.pe>. Tales convenios fueron
seriamente cuestionados en el período post-Fujimori, lo que explica el número relativamente pequeño de
nuevos convenios firmados luego del año 2000.
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reversibles. En tales escenarios, resulta óptimo contar con un mecanismo
que reduzca el nivel de incertidumbre sobre dicha política.
Existen otros ejemplos en los que las políticas han sido diseñadas o
aplicadas para evitar la ineficiencia o el bajo cumplimiento. Un ejem-
plo es el reciente empleo de las capacidades del sector privado para
mejorar la recaudación tributaria. Mientras que el impuesto general a
las ventas (IGV) debería producir el nueve por ciento del PBI, en la
actualidad solo da cuenta del seis por ciento, y la diferencia se debe
básicamente a la magnitud de la evasión tributaria. En los últimos dos
años, la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (Sunat),
la agencia encargada de la recaudación de impuestos, ha delegado en
las grandes firmas del sector privado el papel de recaudación tributaria,
obligándolas a retener impuestos a sus proveedores y sometiéndolas a
multas si cometen errores. De ese modo, los ingresos tributarios han
venido creciendo a más del diez por ciento anual en términos reales,
reduciendo así la brecha de evasión tributaria.
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Dadas las reiteradas oportunidades del Perú para la gobernanza y el con-
senso democráticos en torno a metas nacionales de desarrollo, ¿cómo po-
demos explicar estos resultados de política mayoritariamente desfavora-
bles? ¿Por qué los actores principales en esta historia por lo general se
muestran incapaces de cooperar entre ellos, hacer reformas decisivas bajo
reglas democráticas y darles continuidad en el tiempo? Esta sección anali-
za el proceso de elaboración de políticas (PEP) en el Perú desde 1980,
resaltando cómo funciona así como aquellos factores que perpetúan este
mayor nivel de volatilidad y que inhiben los esfuerzos de cooperación. Lo
último incluye legados históricos, variables políticas e institucionales con-
temporáneas, el carácter y la ideología de líderes específicos, y las excep-
cionales circunstancias generadas por la propia crisis.
3.1 Distinguiendo escenarios
Con el objetivo de comprender el proceso de elaboración de políticas a
lo largo de los últimos veinticinco años, empezamos estableciendo tres
distinciones fundamentales.
Primero, debemos distinguir dos tipos básicos de régimen político
–democracia constitucional y régimen semiautoritario–. La elabora-
ción de políticas es intrínsecamente diferente bajo un régimen formal-
mente democrático, con competencia partidaria abierta, una prensa libre
y activa, y un respeto general por el estado de derecho (1980-1992 y
3. Elaboración de políticas desde 1980: escenarios y patrones
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2001-hasta el presente); que bajo un régimen autoritario en el que los
contendores son hostilizados, silenciados o mantenidos fuera de juego,
y la Constitución es suspendida o desechada por líderes autocráticos
(1992-2000).
En segundo lugar, en el contexto de los regímenes democráticos, pode-
mos también distinguir dos situaciones políticas –cuando los presidentes
han disfrutado de una mayoría en el Congreso (1980-1990) y cuando no
la han tenido (1990-1992 y 2001-2006). En este caso, la diferencia no se
basa en reglas formales sino más bien en diferentes variables electorales
y partidarias.
En la primera situación, cuando los presidentes contaron con una mayo-
ría en el Congreso, se les otorgó amplios poderes para tomar decisiones
políticas sin una deliberación previa en el Legislativo, y los congresistas
estuvieron reticentes a controlar las facultades legislativas del Ejecutivo.
Este fue el caso durante los gobiernos de Belaunde y García (y llegó a un
extremo durante el gobierno de Fujimori post-1992). Por otro lado, cuan-
do los presidentes no cuentan con una mayoría partidaria, enfrentan un
mayor escrutinio del Congreso y mayores restricciones para sus accio-
nes. Históricamente, esta última situación ha durado poco tiempo, y ha
sido marcada por el conflicto político agudo y la ruptura de la democra-
cia. Pero este resultado no es inevitable, y el marco constitucional post-
1979 tuvo la intención de contribuir a la prevención de esta situación.
Al terminar el mandato constitucional de presidente Toledo en el 2006,
fue la primera vez en la historia peruana que un presidente sin una
mayoría clara lo hubiera logrado (Schmidt 2004: 103).
Algunos analistas destacan una tercera distinción sobre la base de la
fortaleza relativa del sistema de partidos y el papel de la ideología1.
Según este punto de vista, durante la década de 1980 la existencia de
cuatro partidos principales o bloques (APRA, AP, PPC, Izquierda Unida),
con estructuras institucionales identificables, ideologías y vínculos con
1. Fernando Tuesta y Martín Tanaka destacaron esta distinción en conversaciones con los autores.
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la sociedad civil, así como líderes que eran políticos profesionales, brin-
dó algunos controles a la autoridad del Ejecutivo –si bien estos contro-
les fueron con frecuencia extraparlamentarios–. En contraste, a finales
de la década de 1980, la pérdida de credibilidad y fragmentación de
estos partidos, la crisis del socialismo (democrático o no), y el surgi-
miento de movimientos electorales transitorios dirigidos por políticos
independientes, debilitaron la capacidad del sistema de partidos per se
de influir en las políticas o proporcionar controles al gobierno.
Si bien esta es una distinción relevante, es importante no sobreestimar el
papel de los partidos durante la década de 1980. Estos también estaban
cargados de debilidades internas, su arraigo en la sociedad civil era
poco profundo, y, en la práctica, las ambiciones de los líderes individua-
les con frecuencia tuvieron precedencia sobre las ideologías y los pro-
gramas. Al mismo tiempo, no han desaparecido del paisaje político, y,
tras la huida de Fujimori, los partidos de la década de 1980 –y sus
principales líderes– han vuelto a ganar presencia electoral. Alan García
del APRA y Lourdes Flores del PPC compitieron por el segundo lugar,
detrás de Toledo, en las elecciones del 2001, y en el 2006, Alan García y
el APRA lograron una segunda oportunidad para gobernar el país.
A partir de estas distinciones, podemos identificar tres escenarios bási-
cos para el PEP a lo largo de los últimos veinticinco años:
Escenario 1: un proceso fuertemente presidencialista pero formalmente
democrático, en el que el Ejecutivo con mayoría en el Congreso toma
importantes decisiones de política y ejerce poderes considerables, inclu-
yendo el uso frecuente de la facultad de legislar a través de decretos, con
poca interferencia de las otras ramas del gobierno. Los principales con-
troles sobre su poder son propias débiles estructuras partidarias, una
prensa libre y activa, y la movilización de la sociedad civil, así como sus
propias ambiciones (1980-1990).
Escenario 2: un proceso presidencialista más atenuado, en el que el
Ejecutivo opera según reglas similares a las del escenario 1, pero con
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minoría en el Congreso. En esta situación, se le otorga por lo general
un período de «luna de miel», durante el cual también ejerce una auto-
ridad considerable mediante la delegación de facultades legislativas y
los decretos de urgencia (1990-1992 y 2001-2006). Sin embargo, el
Legislativo puede ejercer una mayor supervisión y es más probable
que se distancie o desafíe la facultad legislativa del Ejecutivo si los
congresistas no están satisfechos con las propuestas del Presidente. En
teoría, esto puede crear un deseable equilibrio de poder en el que los
presidentes deben negociar con otros actores y construir consensos, y
los parlamentos deben deliberar acerca de asuntos importantes que afec-
tan la vida cotidiana de los ciudadanos. En la práctica, este no fue el caso
durante el período 1990-1992, pero se aplicó parcialmente en el período
2001-2006.
Escenario 3: «presidencialismo desenfrenado», en el que un Presidente
elegido popularmente ejerce un fuerte poder arbitrario sobre las otras
ramas del gobierno, ya sea a través de medios constitucionales o
extraconstitucionales (1992-2000). Un telón de fondo de severa crisis
económica y una insurgencia armada incrementan el apoyo popular al
Presidente y a su capacidad inicial para promulgar amplias reformas,
pero la ausencia de una base institucional o de alianzas mella la capaci-
dad de sostener el poder cuando la crisis se prolonga.
Entre 1980 y el 2006, el Perú estuvo diez años en el escenario 1, ocho
años en el escenario 2, y ocho años en el escenario 3.
3.2  ¿Cómo funciona?
En cada uno de estos escenarios, los principales cambios de política son
iniciados por el Ejecutivo y frecuentemente mediante la facultad legisla-
tiva delegada –el cuadro 3.1 nos ofrece un esquema de esto–. En los
últimos veinticinco años, el sesenta por ciento de toda la legislación
involucró decretos de urgencia o la delegación de facultades legislativas
por parte del Congreso. Si bien el régimen de Fujimori fue único en
muchos sentidos, debe señalarse que la percepción de crisis acompañó a
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cada uno de los presidentes peruanos durante sus primeros años en el
poder (con la excepción parcial de Toledo), y cada uno disfrutó de un
período de «luna de miel» inicial apuntalado por dichas percepciones.
Durante tales períodos, el Congreso puede ser considerado obstruccio-
nista si no otorga al Presidente un poder discrecional, y el público espe-
ra que los presidentes empleen estos poderes de manera decidida para
terminar con la crisis, y que promulguen reformas audaces.
Por ejemplo, según la ley 23230, al gobierno de Belaunde se le otorga-
ron amplios poderes por 180 días para que legislara a través de decretos
con respecto a un amplio abanico de temas, y más de 200 de los 348
decretos legislativos emitidos durante su período de cinco años fueron
promulgados durante este lapso inicial. En 1990, una mayoría opositora
en el Congreso le concedió también a Fujimori amplios poderes discre-
cionales, y el 92 por ciento de toda la legislación de este período involucró
la delegación de facultades legislativas al Ejecutivo, incluidas la agenda
inicial de reformas económicas generales y las políticas de contrain-
surgencia. En este período, a Fujimori se le otorgó el poder sobre todos
los asuntos de política tributaria (ley 25276), y así reorganizó la autori-
dad tributaria nacional; de igual manera, asumió un mayor control sobre
la defensa nacional y estableció medidas en favor de la inversión priva-
da (ley 25327).
En el escenario 1, el Presidente permanece liderando la elaboración de
políticas más importantes más allá del período de «luna de miel», sacan-
do ventaja de una mayoría partidaria relativamente sumisa para así con-
trolar el Congreso y de un Poder Judicial históricamente débil y políti-
camente manipulado, y de la debilidad de otros actores (véase la sección
4). Tal como hemos visto, en el período 1980-1985 Belaunde obtuvo una
mayoría en la Cámara de Diputados y forjó una alianza con el PPC, par-
tido de centroderecha, para asegurar una mayoría en el Senado.
En el escenario 2, los presidentes enfrentan mayores dificultades para
lograr sus objetivos de política una vez que la «luna de miel» se desgasta.
Luego de un año de su primera elección, por ejemplo, la mayoría empe-
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zó a desafiar y revocar los poderes discrecionales de Fujimori, a medida
que él intentaba aplicar reformas estructurales más amplias y recortar las
libertades civiles. Si bien el Movimiento Perú Posible de Toledo formó
en el 2001 una alianza poselectoral con el FIM –y otros grupos minori-
tarios– para forjar una mayoría inestable, en julio del 2004 una alianza
de oposición ganó las elecciones internas del Congreso, desafiando el
equilibrio de poder para un Presidente que, en contraste con Fujimori,
era impopular y percibido como ineficaz.
En ambos escenarios, una razón frecuente para delegar las facultades
legislativas al Ejecutivo es que los representantes simplemente no quie-
ren hacerse cargo de ciertos temas, y prefieren, por tanto, evitar la deli-
beración pública. Esto es comprensible cuando se trata de cuestiones
bastante técnicas, como es el caso de aspectos de la política económica,
o con una parte de la legislación en la que los detalles son muy impor-
tantes para producir una ley consistente (por ejemplo, la reforma del
Código Civil). Sin embargo, también ocurre cuando los legisladores no
quieren asumir la responsabilidad de iniciativas de políticas controver-
tidas, como en el caso del incremento de impuestos.
Tal como se ha señalado, desde 1980 todos los presidentes han tenido
la oportunidad de emprender reformas audaces. En los tres escenarios,
por tanto, las ambiciones y preferencias personales de cada líder tam-
bién son factores importantes para explicar cómo ciertas reformas fue-
ron (o no) implementadas. Belaunde estaba interesado principalmente
en restaurar una prensa libre y de propiedad privada, y en supervisar
las ambiciosas obras públicas y programas de vivienda, y ambas polí-
ticas fueron aplicadas –la última a pesar de una inminente crisis de la
deuda y de los altos costos para el cada vez más empobrecido tesoro
público–. Inicialmente, apoyó también un importante programa de li-
beralización económica, dejándolo en manos de Manuel Ulloa, presi-
dente del Consejo de Ministros y ministro de Economía, y un equipo de
tecnócratas. Sin embargo, su propia voluntad política de apoyar estas
reformas se desvaneció a medida que crecía el descontento popular y
sus propias bases partidarias dejaban de mostrarse entusiastas con él.
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Cuando una vez más comenzó la crisis económica, todos –incluido el
Presidente– le echaron la culpa a las reformas económicas liberales, las
cuales fueron interrumpidas.
El presidente García comenzó asimismo con reformas drásticas en un
contexto de crisis, vinculando el servicio de la deuda externa al diez por
ciento de los ingresos por exportaciones. Él también inició la descentra-
lización política e intentó nacionalizar la banca privada. Sin embargo,
una amplia oposición cívica, liderada por Mario Vargas Llosa y el Movi-
miento Libertad, junto con una resistencia interna de parte sus propios
partidarios en el Congreso, fue decisiva para la aprobación de una ver-
sión suavizada de la iniciativa de García. La propia iniciativa fue en
última instancia bloqueada, y marcó el principio del fin de la populari-
dad del Presidente. Por su parte, Fujimori condujo reformas promercado
integrales, y tomó drásticas medidas de contrainsurgencia, el éxito de las
cuales le permitieron ampliar su período de «luna de miel» con la ciuda-
danía a pesar de la resistencia del Congreso, y, en última instancia, le
permitieron cambiar el régimen.
El gobierno de transición de Valentín Paniagua (noviembre del 2000-
julio del 2001) fue algo así como una «luna de miel» de ocho meses, en la
que la acción decidida pero democrática, junto con la colaboración ejem-
plar entre las élites democráticas, le permitieron al gobierno deshacer
algo del daño hecho por Fujimori y restaurar el estado de derecho. Al-
gunos han sostenido que este período de transición estropeó la «luna de
miel» de Toledo en el 2001, puesto que en el momento en que el nuevo
Presidente fue elegido, el público estaba ansioso por más avances en el
frente social, algo que no se veía venir. Sin embargo, Toledo presidió un
importante nuevo esfuerzo de descentralización que contó con la cola-
boración del Congreso.
¿Cómo retienen los presidentes sus mayorías leales en los escenarios
antes descritos? Esto requiere una breve alusión a la estructura y disci-
plina partidarias. En principio, se podría esperar que la disciplina legis-
lativa hubiese sido más sólida cuando el APRA estuvo en el poder, dado
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que se trata del partido peruano más organizado y más antiguo; y más
difícil de sostener entre los partidos caracterizados por estructuras más
débiles y por la ausencia de una ideología o una agenda clara (véase la
sección 4). Al mismo tiempo, la naturaleza de todo el «juego» parecería
alentar horizontes de corto plazo y comportamientos oportunistas de
parte de los legisladores sin importar sus identidades partidarias. Des-
afortunadamente, existe poca evidencia empírica o análisis disponibles
acerca del comportamiento de los partidos políticos o del comporta-
miento congresal en el Perú que permitan medir definitivamente estas
variables. Sin embargo, las entrevistas con líderes partidarios y con ex
autoridades principales del Ejecutivo describen la elaboración de políti-
cas en el escenario 1 como relativamente fácil, por lo menos en el área
de políticas macroeconómicas.
Un factor es la medida en la que las políticas aplicadas van en contra de
la propia agenda del partido gobernante. Durante el período de Belaunde,
parte de la liberalización proyectada fue bloqueada por presión del ala
populista de Acción Popular (Sanborn 1991: 234). Sin embargo, algunos
de los grandes proyectos de inversión pública, que eran muy apreciados
por Belaunde, también fueron bloqueados por el equipo económico, con
el argumento de que simplemente no había dinero o crédito disponible
para financiarlos (Webb 1999: 101). Los ministros de Economía fueron
depuestos por un presidente contrariado, y como una respuesta a las
huelgas y protestas populares. Durante el período de García, la situación
fue distinta por el hecho de que sus impetuosas políticas se hallaban más
en concordancia con las preferencias de su partido (y sus aliados tácticos
en la izquierda). Sin embargo, el punto de quiebre llegó en 1987, cuando
importantes líderes partidarios se opusieron a la nacionalización de la
banca –nuevamente, una medida que recibió amplias manifestaciones
extraparlamentarias de protesta provenientes de la sociedad civil y de
los medios de comunicación independientes–.
Otros medios para mantener a los seguidores en línea son el patronazgo
y el «favoritismo» –controlados por el Ejecutivo y distribuidos por ope-
radores partidarios en el Congreso–. El mecanismo más sencillo en la
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década de 1980 fue el reparto de puestos de trabajo en el sector público,
que predominó durante los gobiernos de Belaunde y García. En 1980
existían más de doscientas empresas públicas y cerca de trescientos mil
puestos de trabajo en el sector público2. Para 1990, el número de puestos
en el sector público superaba los setecientos mil (Ugarte 2000: 391). Si
bien las empresas estatales fueron vendidas bajo el régimen de Fujimori,
y el número de puestos de trabajo en el sector público disminuyó
sustantivamente en un inicio, hoy en día el número total de puestos
ronda el millón –cifra sujeta a controversia–. Si bien la evidencia sugie-
re que el gobierno de Toledo intentó mantener unida su frágil alianza a
través de medios similares, estos esfuerzos con frecuencia tuvieron efec-
tos contraproducentes debido a la amplia crítica proveniente de la opo-
sición política, los medios de comunicación, y las investigaciones
anticorrupción iniciadas durante el gobierno de Paniagua.
Por supuesto, promulgar una legislación de reforma importante fue
incluso un proceso más sencillo en el escenario 3, cuando Fujimori
ejercía un control firme sobre las otras ramas de gobierno y su mayoría
en el Congreso era en gran medida incondicional (el término empleado
en el Perú fue «controlada por beeper»). ¿De qué manera el Presidente
mantuvo en línea a sus seguidores? También a través del patronazgo y
de una corrupción generalizada. El número total de congresistas que
Fujimori tuvo que patrocinar en este período fue recortado a la mitad,
y, además de los puestos de trabajo en el sector público para los ami-
gos y seguidores, Fujimori les ofreció mayores salarios, beneficios y
privilegios adicionales. La ausencia de una estructura partidaria facili-
tó este proceso, puesto que la mayor parte de los fujimoristas, sin la
aprobación del Presidente, eran unos «don nadie» políticos. Sin embar-
go, luego de su controvertida tercera elección en el 2000, la mayoría
fujimorista ya no era tan sólida (43 por ciento), e inicialmente se pasó
a sobornar a los oponentes para incrementar la filas oficialistas. Tal
como McMillan y Zoido (2004) muestran en detalle, el ex jefe de espio-
2. Estas cifras fueron empleadas durante el discurso de presentación del presidente del Consejo de Ministros
Ulloa ante el Congreso, el 27 de agosto de 1980.
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naje de Fujimori, Vladimiro Montesinos, sobornó a los miembros del
Congreso para que se mantuvieran en línea (o cruzaran la línea), así
como lo hizo con jueces, dueños de medios de comunicación, promi-
nentes líderes empresariales y militares, forzándolos a firmar contratos
como si su afiliación política fuera un activo negociable. Muchas de
estas transacciones fueron registradas en video y su exhibición fue el
principio del fin del régimen.
¿Cómo se establecieron las políticas macroeconómicas –aquellas que más
preocupan a las instituciones financieras internacionales y a los inver-
sionistas privados–? Típicamente, el Ejecutivo lidera el proceso, empe-
zando con el diseño básico de política. En este caso, el Ejecutivo ha
evolucionado de manera significativa en las últimas dos décadas, si bien
no en una única dirección. Con Belaunde, Fujimori y Toledo, un equipo
económico central, elegido o aprobado por el Presidente, ha involucrado
normalmente a unas diez personas, quienes por lo general no son miem-
bros activos del partido y ostentan buenas credenciales técnicas. Con
García se hizo lo mismo, pero sin las credenciales o capacidades reque-
ridas (Graham 1990). Las decisiones más importantes fueron discutidas
en ese círculo cerrado. A fines de la década de 1990, el Ministerio de
Economía y Finanzas se convirtió en una unidad más técnica, y el proce-
so de toma de decisiones llegó a involucrar a un grupo algo más grande
que incluye no solo a los asesores del ministro sino también a un con-
junto de tecnócratas.
Dependiendo del presidente, él dejaba que el equipo económico trabaja-
ra los detalles (Belaunde, Toledo) o se involucraba personalmente en
ellos (García, Fujimori). En cualquier caso, el Presidente firma, el Gabi-
nete refrenda, y el siguiente paso es convertir la iniciativa en ley, a
través de una de tres vías. El Ejecutivo puede hacerla aprobar en el
Congreso, solicitar facultades para legislar a través de decretos, o apelar
a los decretos de urgencia. Como se ha señalado, hasta el 2001 la mayor
parte de las políticas económicas fue establecida a través de las dos
últimas vías. En los escenarios 1 y 3, el Congreso rara vez cuestionó tales
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decretos, los presidentes vetaron menos del diez por ciento de la legisla-
ción proveniente del Congreso, y pocos de estos vetos fueron desestima-
dos (ninguno en el gobierno de Belaunde, cinco por ciento en el de
García). Tal como se ha mencionado, en el escenario 2 (1990-1992),
Fujimori vetó 52 por ciento de todas las leyes aprobadas por el Congreso
y vio desestimado el 23 por ciento de estos vetos (Kenney 2004).
El gobierno de Toledo no calza plenamente en este cuadro. A pesar de
haber forjado una inicial coalición de mayoría poselectoral, el Ejecuti-
vo no lideraba el proceso legislativo e hizo menor uso de los decretos
legislativos que sus predecesores. Entre el 2001 y el 2006, el Congreso
produjo ochenta por ciento de toda la legislación (véase el cuadro 3.1),
y delegó facultades legislativas solo dos veces. Si bien un conjunto de
leyes producidas por el Congreso fueron triviales o meramente decla-
rativas, la mayoría incluyó actividades normales como aprobar los via-
jes presidenciales y el nombramiento de funcionarios de alto rango, la
aprobación de medidas tributarias y presupuestales, y la modificación
de los marcos legales de las otras ramas de gobierno. Más aún, las
pocas reformas importantes realizadas por dicho gobierno parecen ha-
ber sido aprobadas por el Congreso y no de espaldas a él. Tal fue el
caso de la descentralización –la creación de nuevos gobiernos regio-
nales– que Toledo prometió, y sobre la que el Congreso ha legislado en
gran medida. Otras reformas aprobadas por el Congreso incluyen una
nueva Ley de Partidos Políticos, y leyes para promover la transparen-
cia y el acceso a la información pública, requerir la elaboración de
presupuestos participativos a los gobiernos locales, reformar el sistema
público de pensiones (DL 20530), y exigir nuevas regalías a la activi-
dad minera privada. En este caso, la evidencia sugiere que ni el Presi-
dente ni su partido tuvieron una agenda más ambiciosa de reformas.
Sin embargo, es notable que Toledo haya ejercido su facultad de veto
más que cualquiera de sus predecesores, devolviendo casi un tercio de
todas las leyes elaboradas por el Congreso, y que este haya desestima-
do muy pocos de estos vetos (véase el cuadro 3.1). Desafortunadamen-
te, al final de su gestión, la percepción pública acerca de ambas ramas
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del gobierno era extremadamente negativa, puesto que no se percibía
que ninguna de ellas encarara de manera efectiva las cuestiones de
mayor interés para el electorado (Apoyo 2004, 2006)3.
3.3 ¿Por qué funciona de esta manera?
Durante la mayor parte del último cuarto de siglo, los presidentes toma-
ron las decisiones de política más importantes de modo arbitrario y
personalista, y los frenos y contrapesos formales de la política no fun-
cionaron bien en la práctica ¿Por qué ocurrió esto? En el gráfico 3.1
intentamos bosquejar los diversos factores que contribuyen a este resul-
tado. Tal como se mencionó al principio, esto refleja en un grado consi-
derable viejos legados históricos, incluyendo la tradicionalmente alta
concentración de poder, con la consiguiente tendencia hacia su ejercicio
autoritario –con frecuencia en manos de caudillos populares–, y la pro-
clividad a resolver las disputas mediante la confrontación antes que la
negociación. Las profundas desigualdades sociales y económicas en el
Perú han servido durante mucho tiempo para sostener esta dinámica, y
para debilitar los partidos de masas y organizaciones de la sociedad civil
que podrían desafiarla de manera efectiva.
Reconociendo el peso del pasado, no obstante, sostenemos que cambios
importantes en la década de 1970 redujeron algunas de esas restriccio-
nes estructurales, creando condiciones más favorables para la construc-
ción de la democracia y para una toma de decisiones más colaborativa.
Sostenemos también que las decisiones y acciones de los actores princi-
pales en las últimas dos décadas han contribuido a perpetuar, antes que
a revertir, los legados históricos subsistentes.
Tales acciones comenzaron con las nuevas constituciones y reglas de
contienda electoral, que contienen elementos explícitamente diseñados
para fortalecer el poder del Ejecutivo, incluyendo la delegación de fa-
3. En febrero del 2006, la gestión de Toledo tuvo un 75 por ciento de desaprobación en el ámbito nacional,
mientras que el Congreso tuvo un 84 por ciento de desaprobación (Apoyo 2006).
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cultades presupuestales y tributarias. Igualmente importantes son las
decisiones de las mayorías parlamentarias para fortalecer aun más el
poder presidencial mediante la delegación de facultades legislativas al
Ejecutivo en un amplio rango de otros temas de política. Sin embargo,
las constituciones peruanas también proporcionan mecanismos formales
para el equilibrio de poderes entre las diversas ramas de gobierno, los
cuales, tal como hemos visto en otros casos, están sujetos a diversos
grados de influencia y control de parte de los partidos políticos, los
grupos de interés organizados y/o los niveles más bajos de la autoridad
pública. Tal es el caso, por ejemplo, del Poder Judicial en Brasil, y los
gobiernos federales y jefes de partidos locales en Argentina4. No obstan-
te, en la práctica, durante la mayor parte del último cuarto de siglo, ni el
Congreso ni el Poder Judicial, ni los niveles más bajos de gobierno o de
la burocracia estatal, han jugado sus papeles previstos, ya sea generando
insumos de política, ejerciendo la debida supervisión o proporcionando
contrapesos efectivos al Ejecutivo.
¿Por qué esto es así? La respuesta se encuentra en parte en el predominio
de las mayorías partidarias que consolidaron muy temprano la domina-
ción del Ejecutivo. Pero también yace en la persistente debilidad de los
partidos políticos y del sistema de partidos en el Perú, y de la mayor
parte de organizaciones de la sociedad civil, así como en los débiles
vínculos entre ambos, lo que, a su vez, impide que estos actores ejerzan
una efectiva influencia sobre las diversas ramas de gobierno. Si bien el
sistema de partidos que empezó en 1980 incluía cuatro opciones claras a
través del espectro de izquierda-derecha, los partidos en general perma-
necieron institucionalmente débiles y actuaron en gran medida como
vehículos de caudillos en competencia (de todas las tendencias ideológi-
cas), con escasos incentivos para construir bases sociales duraderas, sos-
tener programas o agendas políticas consistentes, o involucrarse en acuer-
dos de cooperación con otros.
4. Véase Alston et al. (2004); y Spiller y Tommasi (2003), primer borrador.
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Ellos también tuvieron una limitada capacidad para mantener la discipli-
na en sus propias filas, y se vieron debilitados por conflictos y divisio-
nes mutuamente destructivos. En la década de 1990, estas características
fueron exacerbadas por el surgimiento de múltiples movimientos «inde-
pendientes» que incluso están menos institucionalizados o son política-
mente menos efectivos que los viejos partidos, y las preferencias del
electorado a través de este espacio en expansión se convirtieron en ex-
tremadamente volátiles. Mientras tanto, las organizaciones laborales,
campesinas y urbano-populares que emergieron desde la década de 1970,
fueron subsecuentemente devastadas por factores externos –crisis eco-
nómica, violencia política, impacto de los ajustes estructurales–, y por la
incapacidad de los partidos de defenderlas en la esfera política.
¿Por qué han sido tan débiles los partidos peruanos? En este caso, su
comprensible inexperiencia en 1980 (luego de doce años de régimen
militar) fue exacerbada por las reglas y políticas electorales que influye-
ron sobre subsecuentes comportamientos partidarios y sobre las motiva-
ciones de los políticos individuales. Entre tales reglas se incluyen la
elección del Presidente por una mayoría del cincuenta por ciento más
uno o balotaje, las bajas barreras para la competencia electoral, las can-
didaturas presidenciales y parlamentarias simultáneas (para 1993), el voto
preferencial, el distrito electoral único (1993-2001), y cláusulas que per-
mitían a los legisladores individuales (en lugar de los partidos) auspiciar
legislación. Actuando al unísono, sirvieron para alentar los conflictos y
divisiones intrapartidarias, reforzaron la conducta política personalista
por encima del desarrollo institucional y programático, facilitaron el
ingreso de competidores poco preparados, y desalentaron las alianzas y
coaliciones interpartidarias.
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La interacción de los factores antes mencionados –legados históricos,
estructuras constitucionales, reglas y resultados electorales, partidos y
organizaciones de la sociedad civil débiles– produjeron un Ejecutivo
que ha sido poderoso respecto de las otras ramas del gobierno, así como
presidentes que han gobernado con un alto grado de autoridad perso-
nalizada y escaso apoyo efectivo de sus gabinetes y ministros. Produje-
ron también un Congreso con limitaciones estructurales frente al Ejecu-
tivo, y con limitaciones políticas para el ejercicio de la considerable
autoridad constitucional que posee.
¿Qué hay acerca de los otros componentes del gobierno? Tal como vere-
mos más adelante, si bien el Poder Judicial tiene debilidades institucionales
propias, su capacidad de ejercer una influencia autónoma sobre el dise-
ño de políticas en las décadas de 1980 y 1990 fue restringida principal-
mente por la interferencia y manipulación política constante de otras
ramas, en especial del Ejecutivo. Y si bien se creó un conjunto de entes
constitucionalmente autónomos para regular el sistema y defender las
reglas de juego –incluyendo los organismos electorales relacionados (JNE,
ONPE, Reniec), el Tribunal Constitucional, la Contraloría General, la
Defensoría del Pueblo y el Banco Central de Reserva–, en la práctica solo
los dos últimos han jugado este papel por razones que parecen ser sui
géneris. Por último, a diferencia de Brasil y Chile, el Perú nunca ha
tenido un servicio civil profesional, uno que se ubique por encima de la
manipulación política y que pueda, por tanto, mantener los asuntos de
Estado por un derrotero mínimamente estable.
En resumen, con escasas excepciones, los presidentes del Perú han toma-
do decisiones importantes de política con pocos insumos de parte de, o
responsabilidad frente a, los otros actores presentes en el juego político.
Este es el resultado de legados históricos, de alternativas estratégicas
tomadas por los actores principales, y de las reglas que ellos diseñaron,
las cuales han perpetuado estos legados a través del tiempo. El resultado
ha sido una toma de decisiones arbitraria y errática, una incapacidad de
emprender reformas fundamentales de segunda generación y una ten-
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dencia a la confrontación y a la crisis. En tanto las instituciones funda-
mentales no se cambien, y no sean aplicadas las reformas urgentes de
manera efectiva, el público seguirá confiando en «salvadores de la pa-
tria», quienes perpetuarán el círculo vicioso de crisis y cambio de régi-
men –la predecible volatilidad que caracteriza al caso peruano–.
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El propósito de esta sección es brindar un análisis más detallado del PEP
desde 1980.
4.1 El Ejecutivo
Desde 1980, el Poder Ejecutivo ha sido el responsable en gran medida
del establecimiento de la agenda política nacional y de iniciar las prin-
cipales reformas. Los presidentes, junto con sus gabinetes y asesores
personales nombrados «a dedo», han tomado la mayoría de las principa-
les decisiones de política, en particular en los campos de la política
macroeconómica, la política social, la seguridad nacional y la reforma
del Estado.
Durante este período, los regímenes constitucionales peruanos han sido
presidencialistas. El Presidente, quien es jefe de Estado y cabeza del
gobierno, es elegido directamente por un período de cinco años, junto
con todo el Parlamento. A partir de 1985, el Presidente necesita ganar
una mayoría del cincuenta por ciento más un voto o encarar una segun-
da vuelta electoral, mientras que los congresistas son elegidos en prime-
ra vuelta. Hasta 1993, los candidatos presidenciales y vicepresidenciales
podían lanzarse simultáneamente para un escaño en el Senado. La re-
elección presidencial inmediata fue prohibida en la Constitución de 1979,
medida que fue eliminada de la versión de 1993, pero nuevamente in-
corporada en el 2001 mediante una enmienda constitucional.
4. Instituciones y actores
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El Ejecutivo cuenta con fuertes poderes proactivos, incluidos un signifi-
cativo control sobre las finanzas nacionales y facultades para legislar
mediante decretos legislativos y de urgencia, y un poder parcial de veto
sobre las decisiones que toma el Congreso1. El Presidente cuenta con la
autoridad formal para crear, modificar y eliminar tributos, así como con
iniciativa en el proceso presupuestario. Con respecto a este último, el
Ejecutivo presenta una propuesta inicial de presupuesto que será modi-
ficada y aprobada por el Congreso, pero el Congreso no puede crear ni
aumentar los gastos públicos. Además, si el Congreso no aprueba un
presupuesto para una determinada fecha, la propuesta original del Eje-
cutivo se convierte en ley para el siguiente año2. Más aún, el Presidente
puede dictar «decretos de urgencia» en asuntos económicos y financieros
que tienen fuerza de ley3.
El otorgamiento de facultades legislativas a los presidentes se presenta
en diversas formas y grados, incluida la extensión de las facultades le-
gislativas formales previstas en la Constitución, y la delegación temporal
por parte del Congreso de sus propias facultades (Carey y Shugart 1998;
Schmidt 1998). Ambos patrones han estado presentes en el Perú y los
resultados son dramáticos. El cuadro 3.4 muestra que, entre 1980 y 2001,
la mayor parte de la legislación fue aprobada a través de decretos legis-
lativos del Ejecutivo. Notablemente, 77 por ciento de estos decretos con-
cernían al ejercicio de la facultad legislativa directa prevista en la Cons-
titución (decretos de urgencia), antes que a aquella delegada por voto
del Congreso con propósitos y períodos de tiempo específicos. La mayo-
ría de esos decretos ha estado relacionada con las políticas presupuesta-
1. Véase Payne et al. (2002). En términos de poder presidencial formal, el Perú aparece en el segundo lugar
entre el conjunto de países latinoamericanos.
2. Para una discusión amplia acerca del proceso presupuestario, véase Morón et al. (2003).
3. El artículo 118 (19) de la Constitución de 1993 autoriza al Presidente a «Dictar medidas extraordinarias,
mediante decretos de urgencia con fuerza de ley, en materias económicas y financieras, cuando así lo
requiere el interés nacional y con cargo a dar cuenta al Congreso» (énfasis de los autores). El Congreso,
posteriormente, puede modificar o derogar estas medidas. Si bien la Constitución de 1979 no contempló
formalmente la delegación de poder al Ejecutivo para legislar mediante decretos de urgencia con fuerza de
ley, el gobierno de Belaunde se basó en un inciso similar del Artículo 211º (20), el cual le permitiría al
Presidente dictar medidas extraordinarias en asuntos económicos y financieros, y en la práctica estas fueron
tratadas como leyes (Schmidt 1998: 116).
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ria y económica (incluidas las reformas tributarias y comerciales), segui-
das por defensa nacional y seguridad.
Mientras que la capacidad del Ejecutivo de asumir poderes legislativos
ha sido facilitada por mayorías congresales pro gobierno, los presiden-
tes con minoría también han justificado tales medidas como necesarias y
urgentes para responder a situaciones de crisis, y para promulgar ciertas
iniciativas de políticas importantes y controvertidas. Incluso durante el
álgido conflicto entre el Ejecutivo y el Legislativo del período 1990-
1992, por ejemplo, 92 por ciento de toda la legislación involucró la
facultad legislativa del Ejecutivo, incluida la agenda inicial de reformas
económicas liberales. Otras importantes iniciativas lanzadas por Fujimori
a través de la delegación de poderes por un Congreso liderado por la
oposición, fueron la reorganización de la autoridad tributaria nacional
(Sunat), la creación del Fondo Nacional de Compensación y Desarrollo
Social (Foncodes), la liberalización de precios, y la promulgación de
medidas que alientan la participación de los inversionistas privados en
las empresas públicas. Los acreedores internacionales del Perú también
alentaron esta tendencia, por razones similares de urgencia y eficiencia
para el logro de objetivos de política4.
El Presidente también tiene un mayor poder de veto sobre las acciones
del Congreso que el que tuvo en tiempos pasados. La legislación apro-
bada por la mayoría parlamentaria, por ejemplo, puede ser vetada en
todo o en parte por el presidente en un plazo de quince días. Formal-
mente este veto es débil, puesto que una mayoría absoluta del Congre-
so es suficiente para anularlo. En la práctica, sin embargo, tales anula-
ciones han sido poco frecuentes (véase el cuadro 3.4). Mientras tanto,
la mayor parte de leyes aprobadas por el Congreso no pueden ser apli-
cadas sin los reglamentos de ley formulados por el Ejecutivo (Schmidt
2004, Kenney 2004).
4. En la década de 1990, el Banco Mundial y otras instituciones financieras internacionales apoyaron
programas de ajuste estructural en el Perú que generaron altos costos en términos políticos y sociales, los
mismos que muchos legisladores podrían haber considerado necesarios, pero sin querer asumir la respon-
sabilidad directa por ellos. Véanse Nelson (1997) y Campodónico (1997).
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En términos formales, la Constitución requiere la validación de todos los
actos presidenciales a través de un proceso de supervisión ministerial. El
presidente del Consejo de Ministros (PCM) debe refrendar los decretos
de urgencia y legislativos, y los ministros son legalmente responsables
por los actos del Presidente que ellos refrenden. A diferencia del Primer
Ministro en un sistema parlamentario, el PCM y todos los otros miem-
bros del gabinete son nombrados y removidos de sus cargos por el Pre-
sidente, y no tienen autoridad política independiente. Ellos también de-
ben rendir cuentas al Congreso, tal como se ha descrito antes, y los
legisladores con frecuencia asumen puestos en el gabinete. En tiempos de
gran crítica o protesta en contra de las políticas impopulares, los miem-
bros del gabinete también se convierten en blancos fáciles para ser acusa-
dos tanto por los presidentes como por los opositores. Desde 1980, el
período promedio de permanencia de un ministro en su cargo ha sido de
13,7 meses, y la permanencia promedio del PCM, de tan solo 10,4 meses.
4.2 El Congreso
El Congreso peruano tuvo dos cámaras y 240 miembros entre 1980 y
1992, y fue reducido a una sola cámara con 120 miembros luego de
1993. En ambos casos, los miembros del Congreso eran elegidos al mis-
mo tiempo que el Presidente por un período de cinco años5. En términos
formales, el Congreso ostenta poderes considerables –debatir y aprobar
la legislación, aprobar el presupuesto nacional, crear comisiones inves-
tigadoras, censurar y entablar juicio político a miembros del gabinete,
entablar juicio político al Presidente o declarar la vacancia presiden-
cial–; sin embargo, el ejercicio de tales poderes ha sido intermitente y se
ha visto limitado por otras variables políticas e institucionales.
Si bien solo el Ejecutivo cuenta con iniciativa de gasto, el Congreso
puede enmendar esta propuesta durante el proceso de asignación
presupuestal, y la Comisión Permanente debe aprobar cualquier gasto
5. Las fuentes para esta sección incluyen a Sanborn et al. (2000), Schmidt (1998) y Carey (2003).
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suplementario o modificación del presupuesto mientras el Congreso esté
en receso. Tal como se ha señalado, el Congreso también puede anular
los vetos presidenciales a la legislación con una mayoría simple. Por
tanto, una mayoría de legisladores puede revocar un decreto emitido
bajo una delegación de facultades legislativas, y puede incluso anular o
modificar los decretos de urgencia aprobando resoluciones que no pue-
den ser vetadas. La propia Constitución puede ser enmendada por una
mayoría simple y un referéndum nacional, o por dos tercios de los miem-
bros del Congreso en dos legislaturas consecutivas (Schmidt 2004: 55).
Si bien el Presidente selecciona el gabinete, el presidente del Consejo de
Ministro y los otros miembros del gabinete están sujetos al voto de con-
fianza del Congreso y pueden ser interpelados y censurados. El Presidente,
los miembros del gabinete y otros altos funcionarios también pueden ser
enjuiciados políticamente por una mayoría simple de la Comisión Perma-
nente, y declarados culpables por una mayoría simple de los legisladores
restantes (Schmidt 2004: 55). Si el Congreso censura a dos gabinetes
consecutivos, el Presidente puede disolver el Congreso y convocar a
nuevas elecciones, excepto durante su último año de gobierno. A su vez,
con una mayoría simple, el Congreso puede declarar la vacancia presi-
dencial debido a «incapacidad moral o física permanente». Esto ocurrió
tras la huida de Fujimori a Japón en el 2000, y fue discutida en el 2003
como una manera de poner término a la impopular presidencia de Toledo.
En teoría, el sistema de lista abierta y representación proporcional (RP)
para elegir a los miembros del Congreso, debe incrementar su receptividad
y rendición de cuentas ante los votantes. Tal rendición de cuentas podría
ser intensificada aun más mediante elementos tales como tableros elec-
trónicos de control de votos y una página web del Congreso, estableci-
dos a fines de la década de 1990, donde los ciudadanos puedan seguir las
decisiones legislativas y los registros de votación de los congresistas
(Carey 2003). En la práctica, sin embargo, desde 1980 la aprobación
pública del Congreso se ha mantenido como una de las más bajas entre
todas las instituciones públicas, y el recambio de los legisladores indivi-
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duales es bastante alto6. Desde 1980, la experiencia legislativa promedio
de un miembro del Congreso ha sido de 4,4 años. En 1985, solo veinti-
cinco por ciento de los congresistas habían sido reelegidos, en 1990 solo
veintitrés por ciento, y solo veintidós personas participaron en los tres
congresos democráticos consecutivos entre 1980 y 1992. El Congreso de
2001-2006 estuvo compuesto por una mayoría de individuos sin expe-
riencia previa en este campo7. Por su parte, en general, los medios de
comunicación prestan poca atención a los registros de votación de cada
uno de los congresistas, y pocos electores tienen acceso (o motivación)
para revisar la página web de esta institución8.
La disminución del tamaño del Congreso y su reestructuración después
de 1993 son también mencionadas por algunos analistas como factores
que contribuyeron a su falta de receptividad ante el electorado. En 1990
había un congresista por cada 30 mil electores. En 1995, el ratio se elevó
a uno por cada 111.345 electores (o 206.675 residentes), el ratio más
alto entre los países andinos, y para el 2001, se había incrementado a
122.087. Puesto que el número de congresistas está fijado constitucio-
nalmente en 120, la distancia entre los ciudadanos y sus representantes
continúa ampliándose. Durante el período 1993-2000, la transforma-
ción del sistema a distrito electoral único también parece haber dismi-
nuido la atención a los pedidos de los electores, así como la presencia
de las provincias en el Congreso. Si bien eso ocasionó el retorno a la
creación de veinticinco distritos en el 2001, algunos analistas políticos
consideran que el tamaño y densidad de esas jurisdicciones sigue sien-
do una desventaja.
6. En el 2003 el Congreso contó con una tasa de aprobación pública de 10 a 12 por ciento (y de 6 a 9 por
ciento para los partidos integrantes), y para el 2006 esta cayó a 8 por ciento. En 1989, la aprobación fue
de 20 por ciento para el Congreso y de 17 por ciento para los partidos integrantes. Véase Apoyo,
Informe de opinión (varios años).
7. El 62 por ciento de los legisladores elegidos para el período 2001-2006 no había sido miembros del
Congreso antes, y el 85 por ciento tenía menos de cinco años de experiencia.
8. Si bien los medios de comunicación muestran poco interés en seguir los récords de votaciones, le prestan
considerable atención a los «escandalosos» incrementos de sueldos y beneficios que se hacen los congre-
sistas, reforzando la percepción pública acerca de que los legisladores son «rentistas» antes que servidores
públicos.
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¿Qué hacen realmente los legisladores peruanos, y por qué lo hacen? ¿Por
qué su desempeño es tan pobremente evaluado? Estas no son preguntas
fáciles de responder, y en este caso existe una notoria falta de estudios
empíricos que ayuden a dar respuestas. Sabemos que los legisladores no
siempre legislan –tal como muestra el cuadro 3.4, más de la mitad de toda
la legislación entre 1980 y el 2001 fue emitida por el Ejecutivo, incluyen-
do la mayor parte de las principales políticas públicas que afectaron la
economía, el mercado laboral y la prestación de servicios sociales; en
otras palabras, aquellas políticas que impactan en las vidas diarias de los
votantes–. El Congreso también tiende a funcionar pobremente como un
foro para el efectivo debate público de los principales temas de política –
la delegación formal de poder legislativo significa evadir la deliberación
pública–. Cuando los congresistas en efecto legislan, como en el caso del
Congreso del período 2001-2006, invierten grandes cantidades de tiem-
po en iniciar leyes de escasa importancia política, así como en la elabo-
ración de numerosos proyectos de ley que tienen pocas esperanzas de
ser aprobados9. Los reglamentos del Congreso, que permiten a los legis-
ladores la iniciativa de presentar proyectos de ley a título individual, en
lugar de por bancadas, parecen favorecer esta tendencia. Al mismo tiem-
po, los legisladores no tienen iniciativa de gasto y, por lo tanto, no
pueden «repartir favores» o realizar las obras públicas que muchos elec-
tores esperan, excepto a través del uso de contactos y favores provenien-
tes del Ejecutivo. Otra vía alternativa para burlar la prohibición a desti-
nar recursos públicos es la aprobación de exoneraciones tributarias es-
pecíficas, que al final son un gasto tributario.
Las encuestas y la evidencia cualitativa sugieren que los ciudadanos
peruanos perciben en la actualidad a la mayoría de legisladores como
ineficaces, y el sesenta por ciento del público los percibe como corruptos
(Apoyo 2004). El estereotipo es un individuo que aspira a ser parlamen-
tario con el objetivo de enriquecerse (tan rápido como sea posible, dada
la volatilidad de la política en sí misma), obtener puestos de trabajo para
amigos y familiares, y asegurar otras fuentes de ingresos y poder a través
9. En el período 2001-2006 fueron presentados más de 10 mil proyectos de ley (con poco mas de 1.200
aprobados) ante el Congreso, en contraste con menos de mil en Colombia y menos de trescientos en Chile.
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de contactos políticos o de una abierta corrupción. Si bien las motiva-
ciones individuales de los congresistas son más complejas (y algunas, en
efecto, están motivadas por ideología, militancia partidaria o compromi-
so de servicio público), el difundido clientelismo y la corrupción de los
partidos en el poder durante los pasados veinticinco años tienden a con-
firmar estas impresiones.
4.3  El Poder Judicial
El sistema judicial peruano se ha caracterizado históricamente por la
ineficiencia, la corrupción y la manipulación política. A pesar de los impor-
tantes cambios constitucionales de 1979 y, nuevamente, de 1993, este pa-
trón permaneció vigente en gran medida a lo largo de las décadas de 1980
y 1990. Debido a que el control político de parte del Ejecutivo –respalda-
do por un Congreso cómplice– también tendió a ser la norma, siguió sien-
do difícil para el Poder Judicial llevar a cabo las reformas institucionales
requeridas y jugar un papel autónomo y constructivo en el PEP.
La rama judicial está organizada en una Corte Suprema y un conjunto de
cortes superiores en cada distrito judicial, con jueces de primera instan-
cia, y jueces de paz que están encargados de arbitrar delitos menores.
Según Schmidt, la Constitución de 1979 estableció por primera vez el
principio de la supremacía constitucional, y creó un poder judicial hí-
brido que combina una corte constitucional al estilo europeo, con el
estilo estadounidense de revisión por apelación en las cortes regulares
(2004: 55). La Constitución de 1979 estableció también el Ministerio
Público como un órgano autónomo del Poder Judicial, y le asignó la
tarea de conducir las investigaciones criminales y encabezar las accio-
nes penales, entre otras funciones.
La administración de justicia bajo los gobiernos de Belaunde y García
fue lenta y corrupta, con casos regulares atrasados durante años. A medi-
da que los casos de terrorismo y abusos de derechos humanos comenza-
ron a escalar en la última etapa de la administración de Belaunde, las
cortes no pudieron manejarlos y la inseguridad se acrecentó (Sanborn
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1991: 233, Americas Watch 1984: 19). El gobierno de García aparente-
mente atiborró los juzgados con partidarios del APRA, sin mejorar la
eficiencia general o su capacidad de contribuir al esfuerzo de contra-
insurgencia. Si bien el Poder Judicial intentó ejercer su independencia
en 1987 mediante la emisión de resoluciones en contra de la toma de los
bancos privados realizada por el gobierno de García (y una vez más, a
principios de la década de 1990, dictaminando que varios de los decre-
tos emitidos por Fujimori antes del «autogolpe» eran inconstitucionales),
su capacidad de acción se vio limitada por su politización e incompeten-
cia (Schmidt 2004: 56). Estos factores fueron mencionados por Fujimori
para justificar su intervención en esta rama en 1992.
En teoría, la Constitución de 1993 y un ambicioso programa de refor-
ma de 1995 introdujeron importantes cambios en el sistema judicial,
incluida la eliminación del papel presidencial en el nombramiento de
magistrados y jueces (Schmidt 2004). En cambio, un Consejo Nacional
de la Magistratura fue encargado del monitoreo, designación y destitu-
ción de los jueces. Los miembros de este Consejo debían ser designados
por la Corte Suprema, los fiscales supremos, los rectores de las univer-
sidades privadas y públicas, y el Colegio de Abogados del Perú, exclu-
yendo en teoría la participación directa del Ejecutivo y del Legislativo
en este proceso. La Academia Nacional de la Magistratura fue la encar-
gada de la selección de los postulantes para la judicatura y las promo-
ciones, y de la capacitación de los jueces en todos los niveles. El Tribu-
nal de Garantías Constitucionales10 debía controlar la constitucionalidad
de las leyes aprobadas. A una nueva Defensoría del Pueblo, formalmen-
te fuera del Poder Judicial, se le confío la defensa de los derechos
civiles, así como la supervisión de la administración pública y de la
provisión de servicios públicos.
Sin embargo, en la práctica, las mayorías parlamentarias y la demanda
urgente de reformas le permitieron a Fujimori mantener un alto grado de
intervención política en el Poder Judicial hasta el año 2000. Luego del
10. El Tribunal de Garantías Constitucionales pasó a llamarse Tribunal Constitucional con el cambio de la
Constitución en 1993.
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«autogolpe», el Ejecutivo desmanteló el Poder Judicial, expulsó a trece
miembros de la Corte Suprema, nombró a un gran número de jueces pro-
visionales, y colocó formalmente al Poder Judicial bajo el control del
Ejecutivo. Para 1997, el 73 por ciento de los jueces habían sido cambiados
al estatus de «provisionales», convirtiéndolos en sujetos de destitución por
parte del gobierno en cualquier momento y, por tanto, altamente suscepti-
bles a las presiones políticas y económicas (McMillan y Zoido 2004: 13).
En el régimen post-1992, los miembros del Poder Judicial eran coaccio-
nados, intimidados y sobornados con el propósito de impulsar los obje-
tivos políticos del Presidente y su núcleo principal de asesores.
Incluso el Tribunal Constitucional era políticamente vulnerable, y no ha
tenido el tipo de poder necesario para revertir las políticas gubernamen-
tales, como es el caso de sus contrapartes en Brasil y en otros lugares.
Los siete miembros del TC son elegidos por el Congreso, sirven durante
un período de cinco años que coincide con los del Presidente y el Con-
greso, no pueden ser reelegidos inmediatamente, y pueden ser destitui-
dos mediante un juicio político en el Congreso. En 1996, una mayoría
parlamentaria aprobó una ley que requería que el TC obtuviera seis vo-
tos de siete para declarar la inconstitucionalidad de una ley. Esto allanó
el camino para que el Congreso aprobara una ley contradictoria, de dis-
cutible constitucionalidad, y así se aseguró la ejecución de su propia
legislación. Más aún, cualquier decisión de inconstitucionalidad hecha
por el TC debía ser determinada dentro de los seis meses de promulgada
la ley. El Defensor del Pueblo también es nombrado por un período de
cinco años, y puede ser destituido por una mayoría en el Congreso.
La manipulación más notoria del TC involucró los esfuerzos para allanar
el camino de la segunda reelección del presidente Fujimori. En agosto de
1996, el Congreso aprobó la denominada «Ley de interpretación auténti-
ca» del artículo 112º de la Constitución, con la que se calificaba el quin-
quenio 1995-2000 como el primer período de Fujimori, permitiéndole
así postular nuevamente en el 2000. Cuando tres de los siete miembros
del TC se atrevieron a declarar la inconstitucionalidad de la ley, el Pre-
sidente respondió haciendo que fueran destituidos, bloqueando así la
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capacidad de operar del TC durante años. Solo en el 2002 el Congreso
restituyó a estos tres miembros.
Durante el gobierno de transición del presidente Valentín Paniagua (2000-
2001), fue desactivada la comisión ejecutiva que controlaba el Poder
Judicial, y se encargó a otro consejo temporal la reforma de esta rama.
Importantes procesos judiciales anticorrupción fueron iniciados en con-
tra de destacadas figuras políticas y militares de la década de 1990,
conducidos por respetados procuradores especiales que eran nombrados
por el Ejecutivo y que permanecieron en funciones hasta el 2004, cuan-
do empezaron a ser reemplazados por nuevas figuras (supuestamente
debido a sus esfuerzos por iniciar investigaciones anticorrupción en contra
de la actual administración). Desde enero del 2003, con un nuevo presi-
dente de la Corte Suprema, la reforma judicial nuevamente adquirió prio-
ridad, liderada por una Comisión de Reestructuración del Poder Judi-
cial. Esto ha conducido a un conjunto de pasos positivos, incluida la
reducción significativa del número de jueces provisionales. Al final del
período de Fujimori, el 67 por ciento de los magistrados y el 73 por
ciento de los fiscales eran provisionales; pero desde el restablecimiento
de la democracia hasta el 2003, el índice promedio de magistrados y
fiscales provisionales se redujo al 30 por ciento (Villavicencio 2003).
No obstante, la escasez de recursos y la acumulación de casos siguen
siendo severas, esto unido a una situación de jueces y fiscales pobremen-
te calificados, y al continuo uso de tecnologías y procedimientos obsoletos.
Los incentivos para la corrupción siguen siendo grandes, y los expertos
sugieren que pasará un tiempo considerable antes de que el comporta-
miento independiente de los juzgados se convierta en una norma11.
4.4 Los partidos políticos
El términos formales, el Presidente y el Congreso son elegidos por, y
rinden cuentas a, los electores mediante una competencia entre candida-
11. Menos del dos por ciento del presupuesto nacional va al sector justicia en todas sus formas. Véanse
Lovatón (2003) y Hernández (2003).
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tos presentados por varios partidos y movimientos políticos. No obstan-
te, tal como se ha discutido antes, el Perú nunca ha tenido un sistema de
partidos fuerte y consistente, en el que partidos con fuertes raíces en la
sociedad negocien, se involucren en alianzas sostenidas, establezcan acuer-
dos intertemporales y garanticen su cumplimiento. Si bien los niveles de
asociación y acción colectiva son altos en el Perú, la identificación par-
tidaria es baja y los partidos son altamente impopulares, incluso para los
estándares latinoamericanos. En efecto, el análisis comparativo ubica al
Perú con el sistema de partidos más débil en la región (Mainwaring y
Scully 1995: 16-7, Payne et al. 2002: 143).
Durante la mayor parte del siglo XX ha existido un solo partido con una
organización de alcance nacional, con cuadros disciplinados y un
liderazgo consistente –el APRA–. Al igual que en el caso del Partido
Justicialista en Argentina, el APRA siempre ha contado con un núcleo de
fervientes adherentes y una organización jerárquica, pero esta cohorte
nunca superó un tercio del electorado; asimismo, los esfuerzos del parti-
do por construir pactos han estado destinados al fracaso, y las fuerzas
antiapristas en la sociedad y en las Fuerzas Armadas han sido igualmente
pertinaces en su oposición. Durante la década de 1960, nuevos partidos
reformistas y radicales, ubicados a la izquierda del APRA, surgieron
para competir por el voto de los jóvenes, pero su desarrollo se vio trun-
cado por el régimen militar.
La introducción del sufragio universal en 1980 modificó aun más el
terreno de contienda electoral. Durante la década de 1980, tres partidos
principales y una alianza (el frente marxista Izquierda Unida) pretendían
la mayoría de votos, y cada uno tuvo la oportunidad de gobernar o de
compartir el poder en algún momento a lo largo de la década12. No
obstante, cada uno estaba atravesado por agudas divisiones internas,
liderazgos personalistas y caudillistas, y la preponderancia de cálculos
12. AP gobernó en el período 1980-1985, en alianza con el PPC para formar una mayoría parlamentaria
y compartir puestos en el gabinete, y el APRA gobernó durante el período 1985-1990. La IU ganó las
elecciones municipales de Lima y un conjunto importante de consejos municipales durante la década de
1980, y fue el segundo grupo más votado en el ámbito nacional en 1985.
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electorales de corto plazo por encima del avance de metas programáticas
o el fortalecimiento de las estructuras partidarias. Para las elecciones de
1990, ninguno retuvo genuinas raíces sólidas en la sociedad civil, y
ninguno se mostró capaz de gobernar eficazmente.
Fue en este contexto que los descontentos electores peruanos viraron en
masa hacia nuevos movimientos políticos y candidatos externos al siste-
ma tradicional de partidos. Los ciudadanos eligieron primero a un popu-
lar animador de televisión, Ricardo Belmont, como alcalde de Lima en
1989, y su improvisado Movimiento Obras (como en «obras y no pala-
bras») arrasó en numerosas municipalidades a lo largo del país. Si bien
las bajas vallas para participar y otras reglas electorales facilitaron estos
movimientos, fue el descontento del elector con el desempeño de los así
llamados «partidos tradicionales» lo que convirtió en más atractivos a
tales movimientos.
En 1990, el virtualmente desconocido Alberto Fujimori alcanzó la presi-
dencia con una plataforma crítica de todos los partidos existentes, y
propuso sustituirlos con un Ejecutivo más eficiente y mecanismos de
«democracia directa» que vincularían al Presidente directamente con las
masas. Esta propuesta tuvo eco en el electorado, y desde 1992 en adelan-
te Fujimori y sus aliados procedieron a llevarla a cabo –a través de la
reducción del tamaño y capacidad de representación del Congreso, y
alentando la multiplicación de movimientos desarticulados–.
Como resultado, el Perú ingresó al siglo XXI con un sistema multipartidario
fragmentado, en el que la virtud del pluralismo fue ensombrecida por la
debilidad y volatilidad de los actores, rasgos que son perpetuados por el
sistema electoral y otros elementos del juego político. En diversos gra-
dos, los partidos giran en torno a personalidades, tienen poco arraigo en
la sociedad y son en gran medida vehículos puramente electorales, y sus
líderes tienen pocos incentivos para congregar intereses y forjar alterna-
tivas programáticas y políticas claras13.
13. Incluso el APRA refleja estos rasgos, como atestigua el mayor nivel de apoyo que los votantes le
conceden al partido cuando su carismático líder Alan García es candidato, que cuando no lo es.
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Incluso los partidos más antiguos se han caracterizado por su falta de
democracia interna, transparencia o verdadera vida institucional. La
mayoría de los ciudadanos peruanos no participa, o siquiera se identifi-
ca, con algún partido específico; y el comportamiento electoral es bas-
tante volátil. Estos rasgos, a su vez, refuerzan la debilidad política de la
sociedad civil y la falta de receptividad del gobierno ante las demandas
sociales organizadas. Por tanto, sigue sucediendo que maestros, médicos,
poblaciones nativas, grupos comunitarios, y otros ciudadanos con que-
jas legítimas, deban hacer huelgas o realizar protestas orientadas a cap-
tar la atención de los medios de comunicación, para así ser escuchados
por su gobierno.
Este es también un sistema en el que podría ser cada vez más difícil
forjar mayorías funcionales, o implementar exitosamente acuerdos na-
cionales entre los principales contendores. Fujimori gobernó con mayo-
rías disciplinadas entre 1992 y el 2000, pero en medio del contexto de
un régimen semiautoritario basado en la corrupción y la coerción. Si
bien los partidos más experimentados −APRA, AP y PPC− retornaron a la
lid electoral en el 2001 y el 2006 (el último como parte de la coalición
Unidad Nacional), ellos encararon una mayor competencia de una multi-
plicidad de pequeños movimientos cuyo atractivo es en gran medida
mediático14. El propio presidente Alejandro Toledo era ajeno a la clase
política tradicional, sin experiencia previa, y su movimiento Perú Posi-
ble sigue siendo una débil amalgama de intereses divergentes.
Durante más de veinte años, las propuestas a favor de una legislación
más fuerte para reformar el sistema de partidos (incluyendo el
financiamiento de las campañas) fueron frustradas en el Congreso. Según
el politólogo y ex jefe de la Oficina Nacional de Procesos Electorales
(ONPE), Fernando Tuesta, existió un acuerdo implícito entre todos los
contendores para evitar el establecimiento de reglas más claras y estric-
14. Un promedio de once partidos y movimientos fueron representados en el Congreso entre 1992 y el 2006.
El movimiento Perú Posible de Toledo obtuvo el 39,2 por ciento de los escaños parlamentarios en el 2001,
seguido por el APRA, con 23,3 por ciento, y por Unidad Nacional, con 12,5 por ciento.
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tas en este campo (Tuesta 1996b). El 2003, sin embargo, el Congreso
aprobó una nueva Ley de Partidos Políticos, la cual, si fuera aplicada
eficazmente, podría con el tiempo tener un impacto racionalizador en las
futuras contiendas. Esta ley está destinada a elevar las vallas para la
formación de nuevos partidos, alentar las alianzas entre los movimientos
más pequeños y con base local, impulsar la democracia interna y la
rotación de líderes, y exigir mayor transparencia y rendición de cuentas
en el área de financiamiento de las campañas. En 2006, sin embargo,
veintiún partidos y movimientos presentaron candidatos en las eleccio-
nes generales, una cifra mayor que en el 2001 (cuando hubo ocho candi-
datos presidenciales y trece listas parlamentarias). Por cierto, algunos
sostienen que el actual sistema de partidos se encuentra aún en transi-
ción, y que se podrá consolidar con el tiempo –asumiendo que el propio
régimen sea capaz de hacerlo–.
4.5 La sociedad civil
La teoría política y la experiencia histórica sugieren que el desarrollo de
una sociedad fuerte y autónoma es fundamental para sostener la demo-
cracia y un gobierno efectivo y representativo. En el Perú, como en
buena parte de América del Sur, las asociaciones laborales y cívicas de
diverso tipo jugaron un papel importante para presionar por la transi-
ción a la democracia en la década de 1970 y, nuevamente, a finales de la
de 1990. Durante las dos décadas pasadas, las organizaciones de la socie-
dad civil parecen haberse incrementado en general, y el Perú cuenta con
uno de los niveles más altos de actividad asociativa voluntaria en la
región (Sanborn 2001). Dado el deterioro de la credibilidad de la mayor
parte de instituciones políticas y partidarias, en la década pasada crecie-
ron también las expectativas con relación a que esta densa sociedad civil
asuma mayores responsabilidades para la expansión de la participación
y la articulación de intereses en la esfera pública.
En términos de su influencia en el PEP, sin embargo, la mayor parte de
organizaciones de la sociedad civil peruanas solo cuentan con una limi-
tada capacidad para hacerlo. Una explicación completa de esto está fuera
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del alcance de este documento15. En parte, esto se debe al legado históri-
co mencionado antes, a saber, las disparidades y fragmentación de la
propia sociedad. La debilidad del sistema de partidos en términos de
organización y representación de amplios sectores de la sociedad, es
también un factor contribuyente. Más aún, el impacto combinado de la
recesión prolongada y la crisis económica en la década de 1980, y el
drástico ajuste estructural de la década de 1990, sirvieron para socavar
las bases estructurales de las más importantes organizaciones laborales,
campesinas y urbano-populares de los años anteriores.
Al igual que en muchos países latinoamericanos, el poder de los sindica-
tos en particular se ha erosionado en las últimas dos décadas; no obstan-
te, ciertos líderes sindicales y confederaciones mantuvieron una presen-
cia política en las marchas contra Fujimori, tuvieron un lugar en la mesa
del Acuerdo Nacional y otros espacios de encuentro, y participaron en
protestas sociales contra Toledo. Su declive en términos de poder real se
debe a las amplias reformas económicas, incluida la desregulación del
mercado laboral, y, en parte, a acciones políticas deliberadas. Los sindi-
catos fueron duramente golpeados por la recesión y la crisis de la década
de 1980, las políticas orientadas al mercado de la década de 1990, y la
desaparición de los partidos de izquierda que coparon su liderazgo. La
afiliación a los sindicatos cayó desde más del diecisiete por ciento de la
fuerza laboral, en 1981-1982, a aproximadamente el siete por ciento en
el 2000; esta contracción del número de sindicalistas ha sido exacerbada
por la creciente cuota de fuerza laboral ubicada en el sector informal
(estimada en dos tercios del total). El Ministerio de Trabajo, de manera
contundente, ha dejado de jugar un papel prominente en la resolución
de disputas entre los empleadores privados y los trabajadores, y si bien
los derechos básicos a la sindicalización, a ganar un sueldo mínimo, a
contar con condiciones seguras de trabajo y acceder a beneficios de
salud y jubilación, todavía son garantizados por la Constitución, estos
derechos son rutinariamente violados.
15. Para un análisis en mayor profundidad de la sociedad civil en el Perú, véanse Panfichi (2002), y
especialmente Kahatt (2002: 449-83) y Sanborn (2001).
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Mientras que en años recientes los sindicatos perdieron mucho de su
poder, la fuerza y presencia de los gremios empresariales se incrementó
a fines de la década de 1980 y durante la de 1990. En términos históri-
cos, el empresariado organizado no ha sido muy influyente en el proceso
de elaboración de políticas, en la medida que las grandes firmas multina-
cionales y las familias más ricas del país preferían ejercer una influencia
informal tras bambalinas. Mientras que algunos líderes empresariales
fueron prominentes críticos del Gobierno Revolucionario de las Fuerzas
Armadas (GRFA) en la década de 1970, e incluso apoyaron paros nacio-
nales contra el régimen militar, los gremios en sí mismos mantuvieron
un perfil bajo en los primeros años del nuevo régimen civil. Con el
establecimiento de la Confederación Nacional de Instituciones Empresa-
riales Privadas (Confiep) en 1984, esta situación comenzó a cambiar.
Tras el intento de nacionalización de la banca de 1987, la Confiep se
convirtió en una vigorosa defensora de los derechos de la propiedad
privada y en una fuerte partidaria de la candidatura de Vargas Llosa. Con
un generoso apoyo de Usaid, el Banco Mundial y otros donantes exter-
nos, la Confiep también ha profesionalizado sus operaciones y ampliado
su perfil en la sociedad. Sus miembros más poderosos incluyen a la So-
ciedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía, y a la Asociación de
Exportadores (ADEX).
En la década de 1990, la apertura de los mercados y la privatización de
las empresas públicas trajeron consigo un creciente vigor para ciertos
sectores de empresas privadas. El gobierno de Fujimori mostró ser fuer-
temente pro empresarial, y los líderes de la Confiep jugaron un papel
prominente en el gabinete, en los puestos de diseño de política económi-
ca, y entre las fuerzas pro gubernamentales en el Congreso. A su vez, la
Confiep apoyó públicamente el «autogolpe» de 1992, y muchos líderes
empresariales alentaron la reelección del Presidente en el 2000. Al «su-
birse al carro» de Fujimori, sin embargo, los líderes empresariales per-
dieron su credibilidad pública entre los actores demócratas y tuvieron
que bregar para reconstruir la confianza luego de la huida y renuncia
del Presidente. Mientras tanto, las acusaciones de corrupción y favoritis-
mo que rodearon las privatizaciones, las concesiones de estabilidad
Los desafíos del policymaking en el Perú: actores, instituciones y reglas de juego
82
tributaria y otros contratos, y la aparición de cintas de video de figuras
empresariales líderes negociando en privado con Montesinos para favo-
recer sus intereses particulares y proporcionar apoyo clandestino al in-
tento de re-reelección, demostraron que el cabildeo tras bambalinas se-
guía siendo una forma usual de hacer negocios.
En contraste con la caída de los grupos de interés tradicionales, una
variedad de nuevas organizaciones cívicas y sociales han ganado in-
fluencia política en esferas específicas. Estas incluyen a más de 65 mil
organizaciones sociales de base que distribuyen apoyo alimentario y
otros servicios a personas pobres, las ligas de autodefensa campesina, o
rondas, que brindan seguridad en áreas rurales (se estima que contaban
con 400 mil miembros en el 2001), organizaciones de comunidades afec-
tadas por la minería y otras actividades extractivas, y más de 1.600 ONG
de desarrollo que cuentan con personal en gran medida proveniente de
las clases medias profesionales y que ofrecen una variedad de servicios
en áreas tales como desarrollo urbano y rural, educación, salud,
microempresa, apoyo a gobiernos locales y asesoría legal, así como en la
incidencia legal y política (Portocarrero, Sanborn et al. 2002). La visibi-
lidad de las ONG se ha incrementado en años recientes por cuanto las
instituciones financieras internacionales y las autoridades de gobierno
consideran algunas de ellas como socias atractivas en varias iniciativas
de política.
La significativa comunidad de derechos humanos del Perú, con más de
65 organizaciones de base en el ámbito nacional, agrupadas en la Coor-
dinadora Nacional de Derechos Humanos, es otro actor importante en la
escena política. Respaldada por sectores de la Iglesia católica, y contan-
do con aliados internacionales, los grupos y líderes de derechos huma-
nos han sido fundamentales en la defensa del estado de derecho, la pro-
moción de las reformas jurídicas, militares y policiales, y en liderar el
esfuerzo anticorrupción (Sanborn 2001).
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4.6 La burocracia del sector público
Lo que denominamos la burocracia del sector público incluye a los tra-
dicionales ministerios sectoriales (Economía y Finanzas, Educación, Sa-
lud), y también a los denominados «organismos autónomos» establecidos
durante la última década. En la década de 1980, los ministerios sectoria-
les jugaron un limitado papel en el PEP. Esto se debe en parte a que el
Perú no cuenta con un servicio civil profesional altamente calificado,
como es el caso de Chile y Brasil, y, en cambio, los gobiernos emplean
abiertamente los puestos del sector público como una fuente de patro-
nazgo político y clientelismo. Habiendo heredado del gobierno militar
en la década de 1980 un ya inflado sector público, los gobiernos de
Belaunde y García procedieron a triplicar nuevamente el tamaño de la
burocracia, una tendencia más notoria durante el gobierno del APRA,
cuando el número de empleados públicos se elevó de 282.400 en 1985 a
833.000 en 1990.
En la década de 1990, el gobierno de Fujimori modificó parcialmente
esta situación mediante la creación de entes públicos especiales para
llevar a cabo y monitorear las reformas prioritarias. Creados original-
mente para apoyar las reformas del mercado y compensar las deficien-
cias históricas del sector público, estas nuevas «islas de eficiencia» te-
nían sus propios ingresos, así como regímenes laborales y administrati-
vos especiales, y fueron manejadas por la Oficina de Instituciones y Or-
ganismos del Estado (OIOE, ahora Fonafe) dentro del ámbito del Ministe-
rio de Economía y Finanzas (Ugarte 2000: 401). No obstante, tal como
Wise y otros han señalado, con este proceso el aparato de Estado en el
Perú adquirió una naturaleza dual. De un lado se sitúa un bloque supe-
rior altamente calificado de pequeños organismos, con autonomía admi-
nistrativa y financiera, y que cuenta con profesionales calificados en los
puestos de conducción, y con una pequeña y educada fuerza de trabajo
con salarios que son de dos a seis veces más altos que aquellos que se
pagan en los ministerios sectoriales. De otro lado, se halla un bloque
inferior de ministerios sectoriales cuyas ineficiencias, limitaciones de
Los desafíos del policymaking en el Perú: actores, instituciones y reglas de juego
84
recursos y baja moral del personal han cambiado poco a lo largo del
tiempo (Wise 2003).
Más allá del desempeño de los organismos específicos, la creación de
este nuevo bloque de instituciones no formó parte de un proceso cohe-
rente o consistente de reforma del Estado; en cambio, fue un empeño casi
accidental. Se crearon organismos de una manera errática, cada uno dis-
tinto del otro (por lo tanto, es bastante apta la analogía de «isla»), y con
el propósito de implementar metas de reforma de mercado definidas en
otros lugares. De cierto modo, su desarrollo refleja también las diver-
gentes prioridades de los diversos acreedores multilaterales que con-
tribuyeron a su financiación. Por tanto, fueron establecidos para racio-
nalizar las finanzas públicas, reforzar los derechos de propiedad y faci-
litar la transferencia de ciertos bienes públicos en el corto plazo, pero
no para llevar a cabo la reforma educativa, mejorar las condiciones
laborales u otros cambios sociales de largo plazo. Si bien cada una de
estas instituciones brindó un aporte técnico para la elaboración de
nuevas reglas, y tuvieron a su cargo la aplicación de las que fueron
aprobadas, su contribución general al PEP seguirá siendo limitada has-
ta que estas «islas» estén más estrechamente integradas a la más amplia
burocracia pública.
Con la excepción del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), que ha
sido remozado como un «superministerio» (y que ahora ha internalizado
la misma estructura dualista), y, en menor medida, el Ministerio de Co-
mercio, Industria y Turismo, buena parte de la restante burocracia del
sector público refleja al sector tradicional de la economía peruana: mal
pagada, ineficiente, pobremente utilizada y, si algo, un obstáculo para el
efectivo funcionamiento del PEP, en el sentido de que bloquea las fases
de implementación y ejecución. A pesar de la iniciativa de 1996 respal-
dada por las instituciones financieras internacionales (IFI) para moderni-
zar los ministerios sectoriales y sus prácticas obsoletas de contratación,
Fujimori «encarpetó» el plan por miedo a los costos políticos de mayores
reducciones.
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Durante la década de 1990, el Presidente promovió los organismos
«autónomos» por razones pragmáticas, de corto plazo; no porque estu-
viera comprometido con la construcción de instituciones o con la re-
forma del Estado (Wise 2003). De igual manera, alentó la mediocridad
en el resto del gobierno central por las mismas razones por las que
alentó un Congreso débil –puesto que así eliminaba posibles desafíos a
su autoridad–. Mientras tanto, a través del relanzamiento del Ministe-
rio de la Presidencia y empleándolo para utilizar su propio fondo per-
sonal de patronazgo, fue capaz de evadir la rendición de cuentas públi-
cas y la contienda política. El legado de este patrón es particularmente
notorio en el área de inversiones en capital humano, donde una persis-
tente negligencia de los ministerios de Salud y Educación constituye
un enorme obstáculo para el compromiso del actual gobierno con la
promoción del empleo y la mejora real de los niveles de vida.
4.7 Las Fuerzas Armadas
Ningún análisis del PEP peruano sería completo sin una mención de las
Fuerzas Armadas, que han gobernado el país durante períodos mayores
que cualquier gobierno civil, y han mantenido una considerable influen-
cia en la elaboración de políticas incluso estando fuera del gobierno.
Durante las últimas dos décadas, sin embargo, tanto las posiciones polí-
ticas como el poder relativo de los militares han sido tan volátiles como
los de los actores civiles16.
Cuando las Fuerzas Armadas dejaron el poder en 1980, estaban consi-
derablemente desunidas por sus doce años en el gobierno, y desacredi-
tadas por el pobre desempeño económico y su represión de la protesta
social. No obstante, durante la década de 1980, las Fuerzas Armadas
retuvieron un considerable poder y autonomía, mientras que su papel
principal de combatir a la guerrilla insurgente las hizo en gran medida
inmunes al control civil. En 1992, doce años después de que finalizase
el régimen militar, los generales volvieron al poder, pero esta vez como
16. Esta sección se basa en gran medida en Obando (1999) y Sanborn et al. (2000).
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un componente fundamental del reinado de Fujimori. Los analistas han
caracterizado esta relación no ortodoxa como un pacto cívico-militar,
intermediado en gran medida por el Servicio de Inteligencia Nacional
(SIN). Este pacto le permitió al Presidente ejecutar el «autogolpe» de
1992, frustrar el subsiguiente intento de golpe, y derrotar a Sendero
Luminoso. Un liderazgo militar leal respaldó al Presidente a cambio de
protección contra procesos judiciales por corrupción, tráfico de dro-
gas y violaciones de los derechos humanos. Al mismo tiempo, Fujimori,
con la ayuda de su asesor de seguridad Vladimiro Montesinos, empleó
el SIN para identificar y promover a los oficiales leales, retirar a los
desleales, y distribuir el patronazgo y las oportunidades de enriqueci-
miento ilícito. Reformas institucionales clave también le permitieron a
Fujimori una mayor injerencia respecto a las políticas relativas a las
Fuerzas Armadas17.
Tras la debacle de Fujimori y las revelaciones, grabadas en video, de
corrupción entre la jerarquía militar, el poder y la credibilidad de los
militares nuevamente se vieron erosionados. Hasta la fecha, muchos ge-
nerales que respaldaron al régimen se encuentran en prisión o el exilio.
Aprovechando esta situación, el presidente transitorio Valentín Paniagua
empezó a reestructurar las Fuerzas Armadas, destituyendo a los oficiales
que habían colaborado con el régimen anterior, y demandó una disculpa
formal ante el electorado peruano por el golpe de 1992. La Comisión de
la Verdad y Reconciliación, también constituida en el 2001, sostuvo
audiencias públicas donde fueron investigadas las atrocidades cometidas
por los militares y por Sendero Luminoso en la década de 1980. Por
tanto, dos generaciones completas de líderes militares han caído en des-
crédito y muchos todavía aguardan un juicio por violaciones de los
derechos humanos cometidas en la década de 1980 y principios de la de
1990, y por la corrupción generalizada de la década de 1990.
17. En 1991, Fujimori eliminó el sistema de ascensos basado en antigüedad, y tuvo éxito en lograr la
aprobación de una ley que autorizaba al Presidente a nombrar al jefe del Comando Conjunto, y que le
permitía al nombrado servir durante todo el tiempo que el Presidente considerase conveniente.
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Hoy en día los militares se hallan a la defensiva, con una legitimidad
pública escasa, baja moral y serias restricciones presupuestales.
Involucrados en campañas en contra de los narcotraficantes, los rema-
nentes de Sendero Luminoso y otros pequeños grupos insurgentes, por
el momento los militares no son vistos como la principal amenaza al
régimen constitucional. No obstante, la cuestión fundamental del respeto
de los militares al estado de derecho permanece como una pregunta
abierta. No queda claro cuánto pueden avanzar los actuales esfuerzos de
reforma, y queda por verse si una nueva generación de oficiales emergerá
con un compromiso por el régimen constitucional mayor que el de sus
predecesores.
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Desde finales de la década de 1970, las personas que redactaron las consti-
tuciones y los reglamentos electorales peruanos han buscado generar pre-
sidentes civiles fuertes y legítimos, que pudieran liderar de manera efecti-
va el país y llevar a cabo las muy necesitadas reformas sociales y económi-
cas, evitando al mismo tiempo los impasses políticos y las intervenciones
militares del pasado. Han buscado también diseñar congresos que pudieran
brindar los necesarios frenos y contrapesos frente al poder del Ejecutivo, y
han alentado un sistema de partidos pluralista que pudiese representar al
gran y socialmente diverso electorado del país. Luego de las dramáticas
transformaciones sociales de la década de 1970, se esperaba que tales cam-
bios pudieran conducir a una democracia que fuese tanto más inclusiva
como más efectiva en comparación con los esfuerzos del pasado.
Desafortunadamente, las decisiones tomadas desde ese tiempo contribuye-
ron a perpetuar los legados históricos de autoritarismo y personalismo,
desigualdad social y conflicto. En este contexto, tal como hemos visto, un
presidente formalmente fuerte también puede convertirse en uno «desen-
frenado», con una mayoría dócil en el Congreso y débiles canales políticos
para la rendición de cuentas. Esta situación puede generar abusos de poder
generalizados y la perpetuación de políticas desencaminadas, tal como fue
el caso con García en el período 1985-1990 y, aun peor, con Fujimori
después de 1992. Alternativamente, un presidente sin una mayoría podría
enfrentar a oponentes con pocos incentivos para cooperar con los objeti-
vos de política de largo plazo, conduciendo a entrampamientos políticos
5. Conclusiones
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reminiscentes del pasado. En ambos casos, persiste la posibilidad de una
crisis y un cambio de régimen.
En el período post-Fujimori, sin embargo, ha sido más difícil para los
presidentes ganar mayorías, sostener alianzas y gobernar con el estilo
autocrático de antaño. Esto puede ser un vuelco positivo, dado que re-
quiere de un mayor debate y negociación públicos antes que de un ejer-
cicio arbitrario del poder. Las reformas políticas específicas introducidas
entre el 2001 y el 2006, aunque tentativas y parciales, buscan contribuir
a mejorar la calidad de la representación política y la competencia elec-
toral, ambas importantes para el PEP. Estas incluyen la introducción de
veinticinco distritos electorales en el Congreso, el establecimiento de
gobiernos regionales y la transferencia de nuevos recursos y programas
en el ámbito regional, donde existe el potencial para la supervisión y
participación ciudadana más directa. Asimismo, nueva legislación apro-
bada en el 2003 busca regular mejor a los partidos políticos, y otra del
2005 establece una valla electoral para que los partidos puedan mantener
representación parlamentaria y vigencia legal. El propósito de ambas fue
elevar las barreras para la participación, promover la institucionalización
de los partidos y alentar un menor número de organizaciones más trans-
parentes y disciplinadas.
Es todavía pronto para determinar el impacto de estas reformas en las
dinámicas antes mencionadas, pero en el corto plazo fue bastante limitado.
Desde el 2005, las encuestas de opinión indican que muchos peruanos
desconfian de los partidos existentes y han estado buscando otros «salva-
dores». En las elecciones del 2006 se presentaron veintiuna listas –el nú-
mero más alto en la historia del país– y Ollanta Humala, un candidato sin
experiencia política y con cuestionables credenciales democráticas, ganó
la primera mayoría. Su bancada, la alianza UPP-PNP, compuesta casi ente-
ramente por novatos en política, comenzó a desintegrarse aun antes de
juramentar sus cargos. La alianza conservadora UN también comenzó el
nuevo período con serias debilidades internas, lo que deja la «cancha»
bastante libre para el nuevo presidente García y el Partido Aprista, al me-
nos en el inicio de su gestión.
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Hay otras reformas políticas en la agenda del nuevo Congreso. En el 2006
se aprobó la presentación de proyectos de ley por bancada, en vez de a
título personal. También están en debate la eliminación del voto prefe-
rencial y la sanción al «transfuguismo» (o el cambio de partido luego de
la elección), lo que, en conjunto con una adecuada aplicación de la Ley
de Partidos (que requiere elecciones internas transparentes para determi-
nar a los candidatos), podría ayudar a aumentar la unidad partidaria sin
reforzar el caudillismo del pasado. Con relación a mejorar la eficiencia y
receptividad del Congreso, también están en la agenda la renovación por
tercios (vista asimismo como una manera de forzar a los partidos a tener
una vida más activa entre períodos de elecciones presidenciales), la am-
pliación del número de distritos electorales y el retorno a un sistema
bicameral. En la actualidad, sin embargo, la opinión pública acerca de
tales reformas es negativa.
En última instancia, no obstante la existencia de problemas de diseño que
en teoría podrían ser encarados mediante una ingeniería política, quere-
mos enfatizar que, en el caso peruano, el constante cambio de reglas y
regímenes, per se, ha sido una traba para la construcción institucional de
largo plazo y para la colaboración intertemporal. Puesto que los cambios
de alto nivel han sido la norma antes que la excepción, los horizontes de
todos los participantes en este juego son medianamente cortos. Cuando se
han presentado coyunturas críticas y nuevas oportunidades para revertir la
tendencia histórica, los actores han sido incapaces de superar esta suerte
de «maldición de la volatilidad». Por lo tanto, es difícil predecir si en el
Perú serán superados los escollos para la elaboración de políticas, o si el
camino a la democracia y al desarrollo permanecerá plagado de baches.
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1. Los programas de asistencia social: incentivos políticos frente a incen-
tivos técnicos1
Después del paquete de estabilización económica de 1990, el gobierno
peruano se vio obligado a crear una serie de programas de compensa-
ción social para contrarrestar el impacto negativo de estas medidas en
los sectores más pobres del país. La historia de cómo evolucionaron
estos programas a lo largo de la década de 1990 refleja muchas de las
características generales del PEP mencionadas desde el principio.
En primer lugar, estos programas se iniciaron con un serio «defecto de
nacimiento». Si bien eran objetivamente necesarios como estabilizadores
sociales, tales programas no eran algo que el presidente Fujimori o sus
asesores hubiesen contemplado desde un inicio, y fueron adoptados sin
entusiasmo debido a las presiones de las IFI. Dado que Fujimori no emergió
a través de las filas de la competencia partidaria, en un principio tampo-
co percibió dichos programas como una fuente de capital político. Sin
embargo, a lo largo de la década, ellos evolucionaron desde su condi-
ción original de programas de emergencia hasta convertirse en un meca-
nismo para canalizar fondos públicos hacia los pobres, y como un medio
preferido para ejercer el patronazgo político. Los recursos para estos
programas aumentaron desde 12 dólares per cápita en 1990 a 85 dólares
per cápita en 1997. Este hecho no solo respondió a que estas iniciativas
eran cada vez más ambiciosas, sino también al deseo del Presidente de
aumentar su base popular y ganar la reelección.
Apéndice: casos para comprender el PEP peruano
1. Basado en Portocarrero et al. (2000), capítulo 4.
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En 1993 el gobierno creó la CIAS (Comisión Interministerial de Asuntos
Sociales), con el encargo de coordinar dichas políticas sociales. Entre
1991 y 1995, este organismo mostró un buen desempeño, y a los progra-
mas de compensación social se les atribuyó el haber contribuido a redu-
cir la pobreza del 55 por ciento al 45 por ciento en dicho período. No
obstante, los problemas de focalización estuvieron presentes desde un
inicio, y más del 60 por ciento de los recursos fueron destinados a gente
que no era considerada «pobre extrema». En 1996, estos programas in-
gresaron a una nueva fase que incluía una focalización más explícita de
los potenciales beneficiarios. Fue contratado un equipo profesional alta-
mente calificado para definir nuevos objetivos para estos esfuerzos: me-
jorar la eficiencia en el gasto social e incrementar la inversión en infra-
estructura básica (suministro de agua potable, desagüe, etcétera). No
obstante, y quizá no sorprende, las recomendaciones hechas por tecnó-
cratas políticamente ingenuos no fueron aplicadas, y los programas si-
guieron siendo una fuente de patronazgo y clientelismo político.
Un ejemplo es el Programa Nacional de Apoyo Alimentario (Pronaa),
encargado de administrar el apoyo alimentario para satisfacer las necesi-
dades nutricionales básicas de las personas en situación de pobreza ex-
trema. En 1996, un nuevo grupo de tecnócratas limitó la población obje-
tivo más explícitamente a niños de cero a tres años de edad y a madres
dando de lactar que vivían en pobreza extrema, ello con el propósito de
priorizar las necesidades sociales de largo plazo antes que las demandas
de corto plazo de la población en edad de votar, incluyendo aquellas de
los muy organizados «comedores populares», que formaban también par-
te de este esfuerzo antipobreza. Sin embargo, este esfuerzo enfrentó una
resistencia política puesto que la propia distribución de alimentos se
había convertido en un componente clave de la red de clientelismo del
gobierno. A través del Pronaa, el gobierno recompensaba el apoyo de
los comedores y los clubes de madres políticamente leales, y también
favorecía a los agricultores y empresas leales comprándoles alimentos.
Por lo tanto, si bien se implementaron sistemas de información y segui-
miento, se definieron los indicadores de impacto y se formularon las
medidas para descentralizar la ejecución de los programas, la mayoría
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de estos cambios fueron de poca utilidad para mejorar los estándares
nutricionales, y se los desmanteló una vez que los tecnócratas fueron
obligados a renunciar.
El mismo tipo de incentivos políticos es documentado por Schady (2000)
con respecto al Fondo Nacional de Compensación y Desarrollo Social
(Foncodes). En un principio, este programa se convirtió en la «niña de
los ojos» de las IFI y en un modelo de cómo diseñar un fondo social. Pero
Schady encontró que: (i) los gastos aumentaban significativamente antes
de las elecciones nacionales; y (ii) los proyectos del Foncodes estuvie-
ron orientados a las provincias donde se esperaba que el efecto político
marginal de los gastos fuera el mayor.
2. La reforma del sistema privado de pensiones bajo ataque: el efecto
de la volatilidad latente2
El problema fundamental de la volatilidad yace en su carácter imprede-
cible. Uno puede imaginarse un caso en el que una economía cambia
cada año desde la política A hasta la Z con una probabilidad igual a 1. En
este caso, la certidumbre de este cambio de política le permitirá a cual-
quiera afectado por dicho cambio reaccionar de manera correspondien-
te. La razón principal que está detrás de este tipo de volatilidad en las
políticas peruanas, es el alto grado de arbitrariedad en las decisiones
tomadas para adoptarlas en primer lugar. La ausencia de frenos y contra-
pesos que controlen y limiten a quienes elaboran políticas en el Ejecuti-
vo, conduce a un equilibrio en el que una política arbitraria es temporal-
mente sostenida, pero existe una fuerte sensación de que dicha política
puede ser revocada. Un caso que ilustra este punto es la constante ame-
naza de reforma del sistema privado de pensiones.
La historia de esta reforma es digna de mención, dado que el Perú fue el
segundo país en el mundo que adoptó un sistema privado de pensiones
2. Esto se basa ampliamente en el análisis de Carranza y Morón (2003) de los primeros diez años de la
reforma del sistema privado de pensiones.
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(1993), después de Chile (1983). Al igual que en muchos países, el siste-
ma público de pensiones tuvo serios problemas de gobernanza y trans-
parencia. Este sistema de retención fiscal (pay-as-you-go – PAYG) fue
empleado rutinariamente por el gobierno central como una fuente de
financiamiento. Puesto que los fondos no pertenecían a nadie en particu-
lar, las autoridades del gobierno los usaban arbitrariamente para lo que
estimasen conveniente.
No debe sorprender que tales fondos fueran dilapidados por la
hiperinflación del período 1988-1990 y que, por tanto, las pensiones
fueran reducidas consecuentemente. Esta situación motivó una iniciativa
de política para pasar de un sistema PAYG a uno plenamente financiado y
administrado por empresas privadas (AFP)3. A diferencia de lo que suce-
dió en muchos países en los que se había introducido un sistema privado
de pensiones, en el Perú el sistema nacional de pensiones (SNP) se mantu-
vo en forma paralela al nuevo de las AFP. Esto produjo una tensión au-
sente en otros países: la amenaza permanente de retorno al viejo régi-
men. El costo principal de esta amenaza es que las decisiones sobre in-
versiones de largo plazo son empañadas por las tensiones políticas.
Es importante enfatizar que los hacedores de políticas del gobierno tie-
nen muchas maneras de reducir el manejo privado de este proceso de
privatización. Pueden obligar a las AFP a aceptar bonos públicos con
altos riesgos de incumplimiento, o confiscar abiertamente los fondos
individuales intangibles al transferirlos a un fondo común –como en el
sistema PAYG–.
¿Por qué algunos actores siguen promoviendo cambios en este sistema?
La respuesta parcial es que para los políticos el beneficio en el corto
plazo es alto. Las AFP son vistas como un blanco fácil de ataque, y para
conseguir la atención de los medios de comunicación. Un fondo privado
siempre creciente, al lado de un gobierno ávido de efectivo, es una com-
binación explosiva. La posibilidad de tener acceso a estos fondos podría
3. Un informe bastante detallado del proceso de adopción de esta política se halla en Roggero (1993).
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ser suficiente para que el Ejecutivo le permita a un Congreso leal jugar
con la idea de un retroceso de política significativo. Otra forma de com-
prender por qué esta amenaza permanente de cambio de política es atrac-
tiva para los miembros del Congreso, es que el número de beneficiarios
potenciales del empleo de tales fondos es más grande que el grupo de
actuales beneficiarios de dicha política.
Es claro que muchas de estas iniciativas de reforma entran en conflicto
con la eficiencia, los derechos de propiedad y la sostenibilidad fiscal. No
obstante, estos argumentos no son suficientes para los legisladores, quie-
nes necesitan atraer la atención pública, y perciben este tipo de temas
como una forma de promover sus carreras políticas. Tal oportunismo
puede explicar que se hayan presentado tantas iniciativas para modificar
la naturaleza de este sistema privado de pensiones, y que se hayan reali-
zado muy pocos avances para ayudar realmente a que los trabajadores y
sus familias se protejan a sí mismos luego de su jubilación.
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